Carátula 
(Asisten el señor Ministro y el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, el señor Director General de Rentas y asesores) 
SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 4) 


La Comisión da la bienvenida al contador Danilo Astori, Ministro de Economía y Finanzas, al economista Mario Bergara, 
Subsecretario de Economía y Finanzas, al contador Eduardo Zaidensztat, Director General de Rentas, y a sus asesores, para 
analizar el Decreto N* 166/05 referido a la Dirección General Impositiva. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS..- Gracias por recibirnmos en el seno de esta Comisión para discutir el proyecto de 
reforma de la Dirección General Impositiva. He venido acompañado por el señor Subsecretario y el Director General de Rentas, 
conjuntamente con el economista Hugo Vallarino y el sociólogo Joaquín Serra, que integran la Dirección General Impositiva, 
además del doctor Miguel Basil, futuro auditor interno de la Dirección, a la luz del proyecto que venimos a analizar, y el contador 
Nelson Hernández, que es el Director del proyecto de modernización de la Dirección General Impositiva. 


Antes que nada, vamos a hacer una pequeña introducción acerca de la norma que estamos analizando, así como de la visión con 
que la Dirección General Impositiva está encarando este proceso. Luego podremos pasar a evacuar dudas y a recibir comentarios 
de esta Comisión, que está representando a la Asamblea General en el proceso de puesta en marcha del proyecto de reforma de la 
Dirección General Impositiva. 


Como hemos dicho muchas veces, esta es una de las reformas estructurales importantes que se ha propuesto realizar este 
Gobierno, aunque no es un propósito de su exclusividad en la medida en que, como todos sabemos, fue iniciada en el período 
anterior con el apoyo de todos los partidos políticos. 


Para nosotros -ahora ya pensando en el futuro- constituye un requisito fundamental desde dos puntos de vista. Por un lado, para la 
aplicación de la reforma tributaria, otra reforma profunda que proyecta el Gobierno y cuya formulación ya está comenzando. 


Digo que es un requisito fundamental porque la reforma tributaria exigirá a la Dirección General Impositiva un funcionamiento para 
el que actualmente no está capacitada desde el punto de vista de los recursos humanos ni de los recursos materiales, incluyendo la 
tecnología de la información. Como se sabe, la reforma tributaria introducirá cambios muy importantes en la estructura impositiva 
del país estableciendo, entre otras cosas, el Impuesto a la Renta Personal y modificando significativamente el funcionamiento de 
otros tributos importantes del país, al tiempo de eliminar también unos cuantos tributos que se caracterizan por su ineficiencia, esto 
es, por su escasa capacidad recaudatoria. De manera que una reforma tributaria que modifique sustancialmente la estructura 
tributaria del país exige otra Dirección General Impositiva; de ahí la reforma y de ahí que sea un requisito imprescindible. 


El plazo que nos hemos trazado para poner en práctica la reforma tributaria es el siguiente: terminar la formulación en el correr de 
este año, remitir el proyecto al Parlamento en los primeros meses del año próximo y comenzar su puesta en práctica en 2006. 


La reforma de la Dirección también es un requisito importante para establecer un buen resultado para otra tarea que ya comenzó, 
que es su coordinación con otras oficinas recaudadoras del país igualmente relevantes, entre las que destaco el Banco de 
Previsión Social, la Dirección Nacional de Aduanas y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en lo que refiere a las 
inspecciones de trabajo. 


En realidad, como decía anteriormente, la reforma de la Dirección General Impositiva ya empezó en el período pasado con la Ley 
N* 17.706, de 4 de noviembre de 2003, que contó con el apoyo de todos los partidos políticos del Uruguay, lo que nos alegra 
mucho porque es muy importante que las reformas estructurales tengan un grado de apoyo muy amplio en el país y que, en la 
medida de lo posible, sean tomadas por todos los partidos como verdaderas cuestiones de Estado. Y nosotros creemos que esta 
reforma es una cuestión de Estado, dada la relevancia de la Oficina de que estamos hablando. 


En esa Ley N* 17.706 se establecen claramente los pilares fundamentales de la reforma, que son tres: la dedicación exclusiva de 
sus funcionarios, la incompatibilidad con otras tareas y la presencia -cito textualmente la ley- de "remuneraciones extraordinarias", 
que constituyen la otra cara de la exigencia de la dedicación exclusiva y la incompatibilidad con otras tareas. Para poner en práctica 
estos tres pilares se encomienda al Poder Ejecutivo que reglamente la ley, dando cuenta a la Asamblea General y disponiendo, por 
ley, que la reforma entre en vigencia a los treinta días de dicha comunicación a la Asamblea General. Así nace este decreto que 
estamos comentando hoy, cuyo contenido ha sido acordado después de un trabajoso proceso de análisis con los funcionarios de la 
Dirección General Impositiva, siendo también consultado previamente, tal como lo exigen las normas vigentes, con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y con el Comité Ejecutivo para la Reforma del Estado, más conocido por su sigla: CEPRE. 


Obviamente, hemos llegado aquí para estar a la orden de la Comisión y, como decía antes, para evacuar consultas y escuchar los 
comentarios que se estimen pertinentes, por supuesto que con la intención de tomarlos en cuenta para una mejor aplicación de 
esta reforma. 

Solicito autorización para que complemente esta introducción el Director General de Rentas, contador Zaidensztat. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el contador Zaidensztat. 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Muchas gracias a la Comisión por recibirnos y darnos la oportunidad de explicar lo que estamos 
haciendo. 


La reforma que estamos realizando está alineada con la ley votada por el Parlamento en el año 2003 con el consenso de los cuatro 
partidos políticos, en la cual se establece fundamentalmente -como ya explicó el señor Ministro- el régimen de incompatibilidad. 
También está alineada con los elementos estratégicos que trazó el Poder Ejecutivo, entre los cuales se establece: reformar los 
organismos recaudadores, fortaleciendo y modernizando su gestión, y favoreciendo su actuación tanto en la administración de los 
sistemas como en su fiscalización en forma coordinada. 


¿Qué es lo que estamos haciendo? ¿Cuál es el espíritu de esta transformación? Contar con una administración tributaria que sea 
eficiente y moderna; cumplir estrictamente con el marco legal; tener criterios claros, objetivos y transparentes; simplificar los 
procedimientos, estandarizarlos, automatizarlos, que sean sencillos para aquel que tiene que pagar su impuesto y que sean 
conocidos por todos; contar con personal altamente capacitado y que trabaje profesionalmente; tener un código de ética, una ética 
de la organización y de sus funcionarios; establecer y difundir la información sobre los derechos y obligaciones de la organización y 
de los contribuyentes, y realizar un decidido combate contra la evasión y el fraude fiscal. 


En ese marco, la filosofía que encara esta reforma es la de trabajar con un cambio, que es la administración por objetivos, dejando 
lo que era una clásica administración burocrática y estableciendo cuáles son los objetivos de la organización. ¿Cómo se consigue 
eso? Con un compromiso de gestión que se firma entre el Ministerio de Economía y Finanzas y la Dirección General Impositiva, en 
el que se establecen claramente las metas y los objetivos a que se tiene que llegar, mirando el bienestar de toda la sociedad y los 
compromisos que se deben cumplir. Hay metas cuantitativas, como por ejemplo la recaudación que debe obtener como obligación, 
y metas cualitativas, referidas a la calidad de atención al contribuyente, al cliente. 


Asimismo, se debe realizar, como corresponde, la rendición de cuentas públicas a través de los informes que se hacen, no 
solamente al Poder Ejecutivo, sino al Parlamento, cada vez que así lo requiera y en las etapas presupuestales y de Rendición de 
Cuentas. 


Hay que cambiar el sistema de retribución. Hasta ahora, si los funcionarios trabajaban bien, mal o regular, llegaba fin de mes y 
cobraban igual. Acá el concepto es cambiar la filosofía y, en ese compromiso de gestión y en esas metas, establecer metas 
grupales, por las que cada uno de estos grupos debe obtener los indicadores para alinearse en los objetivos macro trazados por el 
Poder Ejecutivo. Solamente en caso de alcanzar las metas de cada grupo se podrá obtener un premio adicional, que es una 
retribución variable sujeta al control objetivo de cumplir con lo planificado. 


Estamos introduciendo un cambio en la organización, los métodos y los procedimientos de trabajo. Para eso, estamos trabajando 
con un modelo integral de gestión, que debe estar informatizado, debe integrar, modular y ser flexible a los cambios que se vienen. 
Como bien explicaba el señor Ministro recién, la organización debe cumplir el rol que le dé democráticamente el Parlamento y debe 
ser eficiente en la aplicación del sistema de la política tributaria que paguen los uruguayos. Para eso es condición necesaria 
reformar la Dirección General Impositiva, que hoy no está capacitada en sus procedimientos, en su manera de trabajar, con el 
software que tiene y con el sistema con que cuenta para realmente modular y aplicar el sistema fiscal. Esa es una causa fuerte de 
los porcentajes de evasión que existen en el país. 


Obviamente, debe trabajar con una planificación por objetivos. Para eso partimos de una reingeniería de procesos y de 
procedimientos. Estamos también determinando la necesidad de contar, dentro de la oficina, con una división de grandes 
contribuyentes. Simplemente voy a dar una cifra. Las primeras 500 empresas del país aportan más del 60% de la recaudación. El 
concepto es que estas empresas, como grandes contribuyentes y grandes clientes, tengan una atención integral, un solo lugar 
donde dirigirse y evacuar sus dudas, y también una auditoría permanente. Es necesario solicitar información, no solamente para 
ver el comportamiento fiscal de estas empresas, sino para analizar el comportamiento fiscal de sus proveedores. 


Hay que hacer una utilización intensa de la información, sobre todo de la información interna que tiene el propio Estado a través de 
la Contaduría General de la Nación con el pago a proveedores, así como de las empresas estatales, de las Intendencias, de la 
Dirección Nacional de Registros y, fundamentalmente, de nuestros colegas, es decir, las otras administraciones tributarias: el Banco 
de Previsión Social, la Dirección Nacional de Aduanas y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en lo que refiere al área de 
inspección de trabajo. Cuando alguna de estas organizaciones percibe que hay ventas negras, trabajadores fuera del sistema 
formal o subdeclarados, que no existen las condiciones de trabajo mínimo o que se produce un contrabando, tiene que haber una 
sinergia entre ellas, porque para nosotros, generalmente, estos son indicadores del mal comportamiento de una empresa en la 
competencia de las cuatro áreas. 


¿Cómo estamos trabajando nosotros? Dentro de la propia organización hemos creado una unidad que se encarga de la 
modernización de la Dirección General Impositiva, a la que destinamos hombres y mujeres muy valiosos que hoy están con el 
trabajo del día a día, e invertimos en pensar cuál deber ser, en el mediano y largo plazo, la futura organización de la Dirección. 


Trabajan con vasos comunicadores con toda la organización, pero quitándolos de la tarea rutinaria de sus obligaciones para 
delinear, en una tarea conjunta con el resto de la organización, una nueva administración. 


Para ello, estamos mirando las buenas experiencias que hay a nivel internacional. La Dirección General Impositiva ya ha firmado 
un convenio con la administración tributaria española por el cual estamos mirando la buena experiencia de los colegas españoles y 
se nos está dando, en forma absolutamente gratuita, el "know how" y el software que ellos aplican, reitero que sin gastar un solo 
peso del Erario. El objetivo de esto es buscar los atajos, mirar las experiencias internacionales donde funciona bien y también mirar 
experiencias de las que recojamos errores o problemas de otros países. 


Estamos introduciendo cambios fundamentales en el área de recursos humanos. Como bien se dijo, la ley de 2003 establece 
cambios que para nosotros son estructurales y constituyen el corazón del problema que tiene el país desde hace más de cuarenta 
años: la incompatibilidad. No se puede estar de los dos lados del mostrador; no se puede asesorar a empresas y, simultáneamente, 
controlarlas. Ese es el corazón del problema que tiene la Dirección General Impositiva. Y para eso se estableció un nuevo régimen 
de retribución extraordinaria -como dice la ley- la incompatibilidad para el 100% de sus funcionarios y, en áreas específicas, no solo 
la incompatibilidad sino también la dedicación exclusiva. 


La Dirección General Impositiva es una organización que trabaja -como vulgarmente decimos- en horario madre. Los profesionales 
de la DGI trabajan cuatro horas y los Gerentes, hasta ahora, vienen trabajando cinco horas. Ninguna organización, pública o 


privada, puede ser eficiente trabajando en horario madre. ¿Qué estamos haciendo simultáneamente? Extendiendo el horario de 
labor a todos los trabajadores, con un régimen mínimo de cuarenta horas semanales para el 100% de sus funcionarios y, pensando 
en el contribuyente, también extendiendo el horario de atención al público. La idea es ampliar esos horarios reducidos a nivel 
profesional y gerencial y mejorar el servicio que se presta al empresario que viene a hacer un trámite o a pagar impuestos. 


El otro punto es recomponer la carrera administrativa. Debemos ser sinceros: más que recomponer debemos refundar, crear, hacer 
nacer una carrera administrativa. ¿Cuál es el sistema que tiene hoy la DGI, habilitado por las distintas normas? Hoy funciona a 
dedo; con el dedo del Director y la firma del Ministro. Actualmente, el Director sugiere al Ministro nombrar a una persona en un 
cargo gerencial; lo mismo sucede para quitarle ese cargo. 


No existe la verdadera carrera administrativa en la DGI. El concepto es erradicar eso. Hasta ahora nunca había habido concursos 
en la DGI para ascender y para acceder a un cargo; los primeros concursos se realizaron en el año 2004. A pesar de que existía 
una normativa para no realizarlos, se hicieron verdaderos concursos de oposición y méritos. 


Este nuevo sistema establece un cambio en el régimen de ingreso. Hasta ahora, para ingresar a la DGl, se hacía simplemente por 
cualquier mecanismo que existía dentro del marco legal por redistribución de funcionarios. Entendemos que, dada la peculiaridad 
de la oficina, el ingreso debe ser exclusivamente por concurso de oposición y méritos, ya sea a través de una redistribución o del 
ingreso de nuevo personal. Ya hicimos esto en los años 2003 y 2004 con los contratos de los jóvenes profesionales; con el apoyo 
de la Universidad de la República y de las Universidades privadas se hizo una verdadera prueba de oposición y méritos, con una 
preselección. Cuando nos llegó esa preselección, la oficina nombró a profesores -con los que cuenta- para que cada uno corrigiera 
un área y evaluara a las personas. A los jóvenes profesionales se les dio un número. Ese número correspondía a una persona, pero 
se labró un acta y nadie sabía a quién le estaba corrigiendo. Una vez que los distintos profesores corrigieron su parte, se juntaron 
los datos en una planilla Excel e ingresaron a la Administración exclusivamente aquellos que salvaron la prueba, sin amiguismos, 
sin conocidos, sin favoritismo para nadie. Creemos que el camino que hicimos en los años 2003 y 2004 es el único en que debe 
trabajar la Administración y por eso el Poder Ejecutivo, en el decreto enviado al Parlamento, establece como una prioridad el 
ingreso por concurso de oposición o mérito u oposición y mérito. Lo mismo se aplica a los ascensos. Queremos que los ascensos 
sean por verdaderos concursos dejando, obviamente, algunas áreas de particular confianza -por la especialización de la materia- 
fuera de concurso. 


El concepto general es que para ascender debe haber un concurso y recomponerse la carrera administrativa. Para eso, también 
debemos mejorar la capacitación. 


Hasta el momento, los funcionarios de la DGI no tenían una capacitación real. Se realizaban cursos aislados, pero no había una 
capacitación continua y permanente. Hasta ahora la gente se capacitaba trabajando afuera, asesorando a las empresas que tienen 
que pagar impuestos, y lo que aprendían asesorando a esas empresas lo utilizaban en la DGI. Seamos conscientes; a veces el 
camino era a la inversa: lo que aprendían en la DGI lo utilizaban para que el contribuyente pagara o no los impuestos. 


La evaluación permanente de los cargos gerenciales es otro punto fundamental. Para nosotros, el concepto es evaluar la calidad 
del Gerente, que esté cumpliendo con el contrato marco que mencionábamos hoy, es decir, un contrato que va a ser por escrito, 
entre el Ministerio de Economía y Finanzas y la Dirección General Impositiva. Los Gerentes tienen que contribuir a obtener esas 
metas cuantitativas y cualitativas con su grupo de trabajo. Si en esa evaluación permanente no se llega a determinados niveles de 
calidad, la persona deja de tener el cargo gerencial y vuelve a su cargo profesional o administrativo. Los cargos se evalúan y si la 
persona no cumplió con la meta cualitativa a la que tenía que llegar, se termina realizando un nuevo concurso. 


También es necesario un cambio en la cultura laboral. Estamos introduciendo un código de ética que para nosotros es condición 
necesaria, no suficiente. Lo hemos entregado a todos los funcionarios y al sindicato; también lo hemos puesto en conocimiento de 
las distintas asociaciones profesionales vinculadas con la DGI, fundamentalmente el Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, el Colegio de Abogados del Uruguay y la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


Estamos trabajando en la confección de un nuevo reglamento interno y realizando un censo de los funcionarios. 


Básicamente, el corazón de la reforma está ahí, con los regímenes de incompatibilidad y dedicación exclusiva. El corazón de la 
reforma es que no se puede estar de los dos lados del mostrador. Por más cambios que introduzcamos en la manera de trabajar, 
en los procedimientos, en dotar de los recursos mínimos necesarios de software, computadoras y sistemas, es imposible que la 
DGI funcione si la gente está de los dos lados, si es Juez y parte simultáneamente. 


Ese es el espíritu de la reforma. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, del señor Subsecretario, del Director 
General de Rentas y de sus asesores. 


Como no asistí a la reunión anterior de la Comisión, quisiera saber cuál es la opinión de la Mesa con relación al procedimiento 
legislativo de este proyecto de reforma de la Dirección General Impositiva. 


Esta modificación a la estructura de funcionamiento de la Dirección General Impositiva se realiza por esta vía, mediante la 
aplicación de una norma que la ampara, a fin de que el Poder Ejecutivo pueda disponer de medidas para realizar modificaciones a 
la legislación vigente a través del decreto que necesariamente debe comunicar a la Asamblea General, a mi juicio a efectos de que 
esta la apruebe o no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Diputado... 


SEÑOR TROBO.- Quisiera terminar esta pregunta porque me parece de especial pronunciamiento -también tengo una serie de 
interrogantes sobre el contenido del proyecto- y porque además de la opinión de la Mesa me interesa conocer la opinión del señor 
Ministro de Economía y Finanzas. Aquí hay modificaciones a la estructura de cargos y a la organización interna de la DGl; aquí hay 
creación de cargos y de funciones; aquí hay asignación de recursos, y disposiciones de montos presupuestales que aumentan los 
que actualmente tiene asignados la Dirección General Impositiva. Obviamente, lo que hay es una modificación de la legislación 
vigente, la presupuestal. 


En ese sentido, entendemos que la Asamblea General tiene que expresarse a favor o en contra, y si lo hace en contra esto no se 
puede aplicar, porque lo que establece la norma madre no es que el Poder Legislativo cede sus potestades, sino que este Poder 
habilita un procedimiento para que el Poder Ejecutivo pueda hacer, como corresponde en estos casos, un análisis en profundidad y 
presente su proyecto de modificaciones. 


Esa es mi inquietud, y mi pregunta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A través de la Ley N” 17.556, de 18 de setiembre de 2002, con relación a fusión, supresión y 
reorganización de las unidades ejecutoras de la Administración Central, se determinaba que se daría cuenta de ello a la Asamblea 
General, que dispondría de 45 días para su consideración, teniéndose por aprobado si esta no se expidiese en el término referido. 


Posteriormente, en los incisos finales del artículo 2? de la Ley N* 17.706, de 4 de noviembre de 2003, se establece: "En ambos 
casos lo dispuesto sustituirá a los regímenes actualmente vigentes en la materia para dichos funcionarios y de los mismos dará 
cuenta a la Asamblea General.- Las reglamentaciones de los regímenes establecidos en este artículo entrarán en vigencia a los 
treinta días de efectuada la respectiva comunicación a la Asamblea General". 


Nosotros interpretamos que esta norma -que es posterior a la otra- tiene efecto derogatorio sobre la anterior, por lo que estaría en 
vigencia la del 4 de noviembre de 2003. 


Nosotros constituimos una Comisión de la Asamblea General, a la que ha sido remitido un proyecto de decreto, y tiene treinta días 
para ponerse en práctica. Podemos considerarlo, pero nuestra opinión no tiene efecto directo en el proyecto, de acuerdo con la 
última norma. 


Esta es la interpretación que dimos en la Comisión el día en que no estuvo presente el señor Diputado Trobo; inclusive, 
rectificamos la carátula del documento, pues hacía referencia a la primera norma y planteaba que eran cuarenta y cinco días, 
cuando en realidad eran treinta. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco a la señora Diputada me ceda el uso de la palabra antes que al Ministerio. Este es un aspecto que ha 
resuelto la Comisión y, en todo caso, no creo que sea el ámbito competente para resolver este tema de tanta profundidad. Esta es 
una mera interpretación de la Comisión acerca de lo expresado en la Ley N* 17.706 que, confío, no tiene el alcance de todos los 
aspectos que están incluidos en este proyecto de reforma de la Dirección General Impositiva. 


La Ley N* 17.706 es muy clara, y se refiere a algunos aspectos: al remunerativo y a la posibilidad de participación en una mayor 
renta de la Dirección General Impositiva. Sin embargo, en este trabajo estamos analizando la creación de nuevas organizaciones 
dentro de la propia DGl, y acerca de algunas de ellas vamos a realizar preguntas. 


Comparto que pueda haber una interpretación en el sentido de que lo que se habilitó se pueda hacer sin expresión de la Asamblea 
General; quiere decir que esta renunció a una potestad. Entiendo que la Asamblea General, el Parlamento, no puede renunciar a 
una potestad establecida en la Constitución de la República; me parece que es un disparate, porque si mañana una mayoría 
resuelve que se puede aprobar cualquier cosa por decreto, entonces, el Parlamento no existe más. 


Considero que el artículo 2” de la Ley N* 17.706, aun en su espíritu más extendido, no alcanza a todos los aspectos que están 
incluidos en el decreto que el Poder Ejecutivo ha aprobado que, a su vez, establece que una vez vencido el plazo comenzará a 
regir, obviamente, con fuerza de ley. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Voy a ser muy breve; los puntos están claramente establecidos. 


En primer lugar, el Ministerio comparte la interpretación de la Mesa. La ley es clarísima; se refiere a esta reforma, y dice que entrará 
en vigencia a los treinta días de efectuada la comunicación del Poder Ejecutivo a la Asamblea General, que está aquí representada 
por esta Comisión. 


Una vez firmado el decreto -dicho sea de paso-, el Presidente de la República y los señores Ministros lo comunicaron en el día a la 
Asamblea General. 


En segundo término, no hay ninguna delegación de funciones del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo. Es muy ilustrativa la 
discusión que tuvo lugar en el Parlamento, cuando se analizó la Ley N* 17.706, y me permito remitirme a la discusión que hubo en 
la Cámara de Senadores -figura en la página 113 del Diario de Sesiones de 23 de setiembre de 2003- en la que juristas de los tres 
partidos políticos buscaron la redacción necesaria para que no exista ninguna delegación del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo. 
Allí participaron los doctores Korzeniak, Correa Freitas y Larrañaga, a efectos de diseñar, de común acuerdo, la redacción que en 
definitiva tuvo la ley. 


Asimismo, me permito recordar lo que establece la ley para evitar, precisamente, la inconstitucionalidad sugerida en la pregunta del 
señor Diputado Trobo. Allí dice: "[..] Establécese un régimen de desempeño en dedicación exclusiva, remuneraciones 
extraordinarias e incompatibilidades para funcionarios de la Dirección General Impositiva, que será reglamentado por el Poder 
Ejecutivo [...]". Pero el que establece los pilares de la reforma no es el Poder Ejecutivo, sino el Poder Legislativo, como corresponde 
de acuerdo con la Constitución de la República. 


Finalmente, quiero aclarar que el decreto no crea ningún cargo; repasen su texto y verán que lo que se crean son funciones. No 
hay ningún perjuicio, ninguna alteración de carrera administrativa ni derecho alguno de los funcionarios; se están creando 
funciones. No podemos crear cargos por la vía del decreto y no lo estamos haciendo. 


Si me permite la señora Presidenta, solicito autorización para que el Director General de Rentas, y nuestro asesor, sociólogo 
Joaquín Serra, puedan intervenir con relación a los puntos que plantea el señor Diputado Trobo. 


SEÑOR SERRA.- Efectivamente, el decreto no crea cargos; eso no es materia de un decreto. Lo que se está haciendo es crear y 
suprimir funciones. La DGI tiene un régimen muy particular. El artículo 64 del Texto Ordenado en materia tributaria dice que al frente 


de las Unidades habrá funcionarios que desempeñarán las tareas de encargados de Unidad. Al cese en la función de encargado de 
Unidad, el funcionario cesante se reintegrará al ejercicio de su cargo o función de origen. 


Esto significa que por estos cambios no habrá un solo funcionario de la DGl que pierda su cargo; la inamovilidad del funcionario 
está garantizada por el decreto. Tampoco hay afectación de la carrera funcional porque, como recién explicaba el Director General 
de Rentas, estos cargos son de designación directa, sin expresión de causa en el momento de la designación y en el momento del 
cese. Cuando se procedía a hacer una adecuación de las retribuciones, se entendió que había funciones que no aportaban un valor 
sustancial a la organización y que era conveniente suprimirlas para no generar pagos adicionales. Se suprimen diecinueve 
funciones y se crean solamente cinco funciones, que son imprescindibles a los efectos de desarrollar algunas actividades, como el 
control interno del nuevo régimen. 


SEÑOR TROBO.- Tenía una serie de preguntas sobre el proyecto propiamente dicho; ahora estamos en la introducción, 
analizando, en todo caso, si lo que se está haciendo aquí se puede hacer o no. 


Yo creo que no es jurídicamente válido entender que si se vence el plazo esto queda aprobado y puede ejecutarse. Lo digo 
claramente, porque no hay argumento para eso, inclusive no lo hay en la explicación que dio el señor Ministro cuando dijo que se 
buscó en la redacción una salida que permitiera resolver este tema. Además, creo que una cuestión tan importante como esta no 
debe ser resuelta por esta vía, sino por la vía que corresponde. El Partido Nacional -puedo hablar exclusivamente en nombre del 
sector que integro: el Herrerismo- estaría dispuesto a votar en breve lapso un proyecto de ley que incluya estas cuestiones; de esa 
manera podríamos discutir como corresponde -no se ría el señor Director de Impositiva- ese tema. Asimismo, me parece que una 
discusión parlamentaria adecuada sería mucho más legitimante que lo que aquí se establece, y para ello ofrecemos desde ya 
nuestra mejor disposición y nos comprometemos a analizarlo en un tiempo breve. 


Cuando se me dice que no se crean cargos, sino funciones, me pregunto quiénes van a ejercer las funciones que se crean y cuál 
será el origen de los funcionarios. Obviamente, a ese respecto empezamos a tener preocupación en torno a si se llega a la función 
desde un cargo o si se introduce en la Administración a una persona desde otro ámbito para cumplir con esa función. Por esta vía, 
lo que se puede hacer es establecer que hay diferentes funciones e introducir individuos que no tienen su cargo, inclusive en la 
propia Administración. Me parece que se ha encontrado una muy buena fórmula para eludir la aplicación estricta de las 
disposiciones constitucionales. 


En el ámbito de la Dirección General Impositiva se crea la Auditoría Interna -en estos tiempos, estamos admitiendo introducir en el 
sistema uruguayo, nada más y nada menos que en la DGI, una auditoría, cuando se sabe que a nivel internacional se recomienda 
que las auditorías estén fuera de las organizaciones que auditan- y alguien la va a dirigir. Obviamente, esa es una función, pero se 
parece mucho más a un cargo que a una función; es un cargo que tiene una función, aunque no lo diga el decreto. Señalo esto 
procurando ampliar mi razonamiento para recibir información que me permita comprender que esto está dentro de lo que habilita la 
legislación vigente. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Respetamos mucho la opinión del señor Legislador Trobo; no la compartimos. 
Esta disposición que estamos comentando hoy es absolutamente legítima; no es necesario que la legitime nadie porque nace de la 
ley. Voy a leer dos frases de la discusión en el Senado, expresadas no solo por Senadores sino por gente que de Constitución y de 
ley sabe algo más que nosotros. El entonces señor Senador Correa Freitas señala que se deben establecer por ley los pilares de la 
reforma impositiva; consagrar en la propia ley el sistema de dedicación exclusiva y cometer a la reglamentación que el Poder 
Ejecutivo regule la disposición, pero que son los Legisladores, por ley, quienes tienen que establecer el régimen de dedicación 
exclusiva. Eso es lo que se aprueba en el Senado y luego en la Cámara de Representantes. Y quien define la reglamentación o, 
mejor dicho, la disposición definitiva a la luz de estos criterios es el señor Senador Korzeniak, quien propone redactarlo de la 
siguiente manera: "Establécese un régimen de desempeño en dedicación exclusiva y remuneraciones extraordinarias [...]". Ese es 
el texto que, en definitiva, se aprueba. Estos son los fundamentos de nuestra posición, los fundamentos de la legitimidad del 
decreto; aquí no se eludió nada, sino que se hizo la ley de acuerdo con lo que indica la Constitución y está perfectamente 
encuadrada en las normas vigentes, tanto la ley como el decreto. 


En cuanto al tema de los cargos, también respetamos mucho la opinión del señor Legislador Trobo, pero tampoco la compartimos. 
No es lo mismo un cargo que una función. El decreto, sabedor de que no puede crear ni suprimir cargos, crea y suprime funciones 
según la reglamentación. 


Quiero señalar que la necesidad de una Auditoría Interna en la Dirección General Impositiva es muy clara, pero esta Auditoría 
Interna no solo no está sustituyendo a una auditoría externa -que existe y la voy a recordar- sino que pone a disposición del jerarca, 
que es el Ministro de Economía y Finanzas, el control último de lo que ocurra en la Dirección General Impositiva. El auditor interno 
tendrá que informar al jerarca acerca de los resultados de esa auditoría, pero esta Auditoría Interna no sustituye a la externa, que 
es nada más y nada menos que la Auditoría Interna de la Nación, que tendrá control sobre la Dirección General Impositiva - 
especialmente sobre ella- que es una repartición del Inciso "Ministerio de Economía y Finanzas", por lo menos por el momento. Por 
lo tanto, habrá un complemento entre ambas para procesar adecuadamente el control sobre los trabajos de la auditoría. Por 
supuesto, también tenemos al Tribunal de Cuentas, que es un organismo de contralor que precisamente extiende su cobertura, su 
acción a todo el sector público, incluyendo a la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR GANDINI.- No es novedosa la diferencia de interpretación que muchas veces mantienen estos dos Poderes del Estado; 
seguramente, esta puede ser una más. 


Tengo clarísimo que esto surge de un artículo de la Ley N* 17.706, pero también me queda claro que lo que quiso hacer esta Ley 
fue dar herramientas para que la reglamentación posterior mejorara la gestión de la Dirección General Impositiva. Eso es lo que 
dice: "El Poder Ejecutivo dará prioridad a la mejora de gestión y equipamiento" -que acá no viene- "de la Dirección General 
Impositiva". Allí se establece cómo se generan los recursos y se fija tres pilares: remuneraciones extraordinarias, incompatibilidad y 
dedicación exclusiva. 


Lo que veo aquí es que se plantea una verdadera reestructura del organismo. Se me podrá decir que es una reestructura sobre la 
base de la creación de funciones, pero eso me deja mucho más preocupado porque abre el camino para que todo el Estado se 
automodifique sin pasar nada por el Poder Legislativo, violando la carrera funcional y los procedimientos establecidos para crear 


cargos y responsabilidades por la vía de la generación de funciones. Aquí se crea un cargo de Subdirector que va a ser 
Subdirector, con tarjetita de despacho y poder interno dentro de la DGI; va a ser el verdadero Subdirector y, aunque no figure en la 
planilla como funcionario presupuestado, la función la tiene. Reitero que la función la tiene y se la da un sistema interno que no 
reviste los mismos métodos y procedimientos que si figurara en el presupuesto. 


Para mí, esta es una verdadera reestructura, que no recorre los caminos formales establecidos por la Constitución y la ley. Podría 
venir, por ejemplo la próxima semana en la Rendición de Cuentas. La Constitución establece que toda modificación de esta 
naturaleza debe ser consagrada, precisamente, en la Rendición de Cuentas. De hecho, creo que allí va a figurar toda la 
organización en esta materia que tendrá el Ministerio de Desarrollo Social, cuya creación aprobamos. También aprobamos los cinco 
cargos de confianza y sus partidas presupuestales globales; pero todavía no aprobamos toda su estructura interna, lo que 
deberemos hacer por ley en la próxima Rendición de Cuentas que, a más tardar, el 30 de este mes ingresará al Parlamento. 
Reitero que esta reestructura debería venir dentro del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y casualmente los tiempos 
coinciden con esto. 


Precisamente, me parece que esta es una verdadera reestructura y, en esa medida, la ley establece que la Asamblea General debe 
intervenir, no para modificar o discutir, sino pura y exclusivamente para garantizar que la disposición que surge del decreto 
reglamentario esté de acuerdo con lo que el propio Poder Legislativo encomendó. 


A lo mejor hubo una confusión; pero quiero recordar que en la sesión anterior de la Comisión yo planteé este tema. Tengo en mi 
poder la versión taquigráfica de esa reunión y voy a leer lo que dije: "Quisiera saber cuál es el cometido de esta Comisión de la 
Asamblea General que -según creo- no tiene demasiados antecedentes en el análisis de este tipo de decretos. Dicho de otra 
manera: ¿si la Asamblea General no aprueba el decreto, este no entra en vigencia? ¿Debemos aprobarlo o simplemente se nos 
está comunicando?" En ese momento la señora Presidenta contestó: "Si la Asamblea General no se expide, el decreto entra en 
vigencia". Entonces, yo repregunté: " Entonces, debo suponer que si se expide, no entra en vigencia". Y la señora Presidenta 
respondió: "Exactamente. Ello ocurre por una disposición en virtud de la cual las reestructuras se envían a las Comisiones de la 
Asamblea General. No hay antecedentes de que funcionaran, pero es así". Esta fue la interpretación, si no, en verdad, nos 
ahorrábamos los cafés y leíamos el Diario Oficial. Porque si no tenemos otro cometido que el de enterarnos, enterados ya estamos. 
Tenemos comentarios, tendremos opiniones y serán evaluadas después, pero me parece que el cometido de esta sesión -y de una 
Asamblea General que, según recuerdo, habíamos conversado que sería convocada para el martes de la semana que viene, antes 
de que venciera el plazo- es, precisamente, pronunciarnos y no comunicar o tomar noticia, porque esto ya lo hemos hecho. 


Además, ¿tomar noticia de qué? ¿De si estamos o no de acuerdo? No, porque esta es una manifestación de voluntad del Poder 
Ejecutivo, que le corresponde hacer y para la que tiene mandato legal; la ley le ha delegado esa función y lo que hace la Asamblea 
General es tomar noticia y pronunciarse para saber si esta reglamentación está dentro del marco conferido por el mandato legal. A 
mi modo de ver, esto podrá ser objeto de una discusión, pero primero tengo que saber si sirve para algo si no, simplemente, queda 
en el ánimo de cada uno. La discusión podrá determinar si esto es una mejora de gestión y de equipamiento, utilizando los recursos 
que se otorgaron sobre la base de tres pilares o si se excede ese mandato y, de hecho, se trata de una reestructura funcional 
verdadera del organismo, independientemente de cómo se la llame. Hay que tener en cuenta los cargos que se crean y se 
suprimen las funciones que se dice que algunos van a tener y las tareas que implicarán aquellos cargos nuevos que se crean, 
como el del Auditor Interno o el de Subdirector, por mencionar algunos. 


Entonces, creo que la Comisión tiene que definir con respecto a este tema para determinar hasta dónde dedicamos tiempo y 
esfuerzo a esta discusión y si va a haber o no Asamblea General. Si se entiende que, simplemente, tomamos comunicación, 
propondré que la semana que viene -muchos compañeros Legisladores se dedican a recorrer sus departamentos en esa fecha- no 
se reúna la Asamblea General y que distribuyamos la versión taquigráfica de esta reunión -todos la leerán- y nos quedamos con 
eso. Es lo mismo no ir a la Asamblea General que acudir, según una de las interpretaciones; pero yo creo que el espíritu ha sido 
bien otro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa aclara que en el comienzo de la sesión a la que se hace referencia -el señor Diputado Gandini 
llegó tarde- nos referimos a la carátula del repartido en el que se manifestaba que el vencimiento del plazo era el 15 de julio. Esa 
carátula estaba equivocada; la Comisión estuvo de acuerdo porque esa referencia tenía que ver con la Ley N* 17.556 pero, en 
realidad, el plazo era de treinta días y tenía relación con la Ley N* 17.706. 


El análisis y la convocatoria al Ministerio y al Director General de Rentas tiene sentido, según la interpretación de la Mesa, ya que 
hay una ley aprobada por el Parlamento, la N* 17.706, por la que se encomendó que se realizara esta reglamentación. Luego, debe 
volver a la Asamblea General para que se tome conocimiento. Por supuesto que la Asamblea General puede opinar, más allá del 
efecto concreto que esas opiniones tengan, porque es parte de la relación entre el Parlamento y el Poder Ejecutivo. Obviamente, el 
Poder Ejecutivo siempre tendrá sus oídos abiertos a las expresiones del Parlamento. 


Así que esa discusión tiene sentido; además nosotros debemos estar enterados. Asimismo, hay dudas sobre esta reestructura; 
entonces, ese fue el objetivo de la convocatoria. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Quisiera hacer una intervención muy breve respecto a los comentarios del 
señor Diputado Gandini, a los efectos de llevar tranquilidad con respecto a lo que él planteaba. 


Suscribo lo expresado por la señora Presidenta en cuanto a que el Poder Ejecutivo siempre estará atento y será sensible ante las 
preocupaciones del Parlamento; no tenga la menor duda de ello. Y no rehuirá sus responsabilidades que, en este momento, pasan 
por cumplir la ley. Precisamente, la ley establece un régimen de dedicación exclusiva, incompatibilidades y remuneraciones 
extraordinarias. 


Entonces, que no se piense que por esta vía se generalizará un procedimiento similar en toda la Administración Pública, esta 
norma se refiere solo a la Dirección General Impositiva. Y en el momento en que se hizo -octubre, noviembre de 2003- en el país, 
todos los partidos políticos entendieron conveniente apresurar una reforma de la Dirección General Impositiva, lo cual estamos 
haciendo ahora. De manera que no se puede tener el temor de que esto se vaya a generalizar. Reitero, esta es una iniciativa 
referida solo a la Dirección General Impositiva y, obviamente, el decreto también. 


En el día de hoy leí las intervenciones de los doctores Correa Freitas y Korzeniak; en el mismo sentido quisiera referir a las 
expresiones del doctor Larrañaga, cuando se discutía la ley. Precisamente decía: "El dar cuenta con anticipación a las Comisiones 
de ambas Cámaras" -en realidad esto es lo que dice la ley: Comisiones de ambas Cámaras, refiriéndose a las Comisiones de 
Hacienda y de Presupuestos- "lo interpreto -no sé si estoy en el camino correcto- "como que se ponga en conocimiento de las 
mismas sin que ello signifique que el Poder Ejecutivo no pueda terminar implementándolo" -por otra parte eso es lo que dice la ley- 
"se trata, simplemente, de un conocimiento previo para no tener que tomar conocimiento de algo que ya se ejecutó, dado el tipo de 
proyecto de ley que se envía. De la misma manera que requerimos el plan estratégico porque facilita la aprobación del proyecto," - 
se refiere al plan estratégico de la Dirección- "también ayuda el dar cuenta de los regímenes de dedicación exclusiva y la facultad 
última del Poder Ejecutivo a las Comisiones de Hacienda del Poder Legislativo," -debo agregar que también la de Presupuestos- 
"sin perjuicio de que después aquel termine implementándolo". Me refiero a que, por lo menos, el Poder Legislativo lo conoce con 
anterioridad y no a posteriori, y eso es lo que está ocurriendo: lo conoce con anterioridad, y no a posteriori. 


Así interpreto lo que expresó el señor Presidente, que iría en la línea de lo que, en lo personal, contaría con aprobación. De modo 
que no pueden caber dudas sobre este tema; para nosotros no la hay, la ley es clarísima. Simplemente, recordaba esta cita para 
que los Legisladores de todos los partidos tuvieran la tranquilidad de saber que estamos operando con el espíritu de lo que el 
Parlamento aprobó el 4 de noviembre de 2003. 


SEÑOR RUBIO.- Para tranquilidad de todos, debo manifestar que desde hace diez años en el país se está trabajando en esta 
línea. El antecedente que recuerdo con mucha nitidez corresponde al comienzo del segundo Gobierno del doctor Sanguinetti, en 
1995, y en aquel momento fue respaldado por el Partido Colorado y el Partido Nacional, y nuestro voto contrario. Me estoy 
refiriendo a la autorización que por la vía de la Ley N” 16.736 se dio para la reformulación de las reestructuras organizativas de 
toda la Administración Central. En el artículo 709 de esta Ley, se estableció que, de acuerdo con las pautas establecidas en los 
artículos siguientes, "el Poder Ejecutivo fijará los criterios técnicos y las instrucciones que se requieran" para hacer las 
reestructuras. En el artículo 710 se estipuló que en esas reestructuras "podrá disponerse el reordenamiento, fusión, supresión o 
cambio de denominación o nivel de unidades organizativas previamente existentes". En el artículo 713, se indica que se puede 
aprobar "la nueva estructura interna de los Incisos" y también que se puede proceder "a reasignar los créditos presupuestales de 
los programas para adecuarlos a los nuevos programas, estructuras y unidades ejecutoras". 


Con este marco legal se hizo gran cantidad de reestructuras, y en todos los casos, en virtud de lo establecido en los artículos 730 y 
731 de esta ley de 1995, el Poder Ejecutivo está obligado a enviarlas al CEPRE y, luego de obtener su dictamen favorable, a 
ponerlas en conocimiento de la Asamblea General; inclusive, no podía comenzar a ejecutar las reestructuras hasta que no hubieran 
transcurrido treinta días. 


Esto fue lo que se aprobó y lo que se hizo durante diez años en este país en toda la Administración Central. El cambio que se 
produce ahora -porque había una importante agenda pendiente- consiste en que se abarca a la DGI. Personalmente, creo que no 
hay innovación en esta materia. Pacíficamente, el Parlamento recibió las comunicaciones de este tipo durante la última década. 


SEÑOR ALFIE.- Yo tengo una interpretación totalmente distinta a la del señor Legislador Rubio. El artículo 4? de la Ley N* 17.556 lo 
dice claramente, y en base a ese espíritu actuamos todo el tiempo; en este caso, no podemos hacerlo de forma diferente. 


El artículo 4” de la Ley N* 17.556 establece: "Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la fusión, supresión o reorganización de las 
diversas unidades ejecutoras de la Administración Central. De lo actuado se dará cuenta a la Asamblea General, la que dispondrá 
de un plazo de 45 días para su consideración, teniéndose por aprobado si ésta no se expidiese en el término referido". Quiere decir 
que la Asamblea General se expide, rechazando o aprobando el proyecto de reestructura. 


En el segundo párrafo del artículo 4” dice: "En ningún caso la ejecución de lo proyectado podrá causar lesión de derechos, ni 


implicar costos presupuestales ni de caja asociados al grupo O 'Servicios Personales". 


Se puede decir que esta es otra ley, pero cuando se discutió -yo ya era Ministro y sabía qué se estaba discutiendo- claramente se 
quiso establecer una ratificación de la Asamblea. Insisto: la comunicación se establece en los términos de una ratificación. Así era; 
de lo contrario, no hubiera tenido sentido que cuando se impugnó algún aspecto de la reforma, me llamaran en régimen de 
Comisión General a dar explicaciones. ¿Para qué vine a dar explicaciones? ¿Para que se rechazara un proyecto de decreto? Eso 
no tiene ningún sentido. Se mandaba y se acabó. Pero ese no era el tema; había que mandar el proyecto para que la Asamblea se 
expidiera. Es más: el proyecto anterior no se envió porque faltaban diez días para la elección y, luego de esta, se entendió que no 
se debía mandar porque había una nueva mayoría y la Asamblea podría expedirse en un sentido quizás contrario. 


Resulta muy claro que en este caso hay un plazo diferente, de treinta días, pero también lo es que la Asamblea puede expedirse. Si 
no lo hace, el proyecto queda firme; si se expide, puede aprobar el proyecto, rechazarlo, declararlo en suspenso, etcétera. Pero 
insisto en que puede expedirse; para eso existía la ley. Si no, ¿qué sentido tendría la mera comunicación? 


SEÑOR TROBO.- Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que durante los diez últimos años, en oportunidad en que el 
Poder Ejecutivo enviaba proyectos de reestructura al Parlamento en el régimen al que hace referencia el señor Legislador Alfie, 
para su aprobación o reprobación, esto ocurrió de forma tácita porque el plazo se cumplió sin que la Asamblea General se 
reuniese. En aquel momento, los Legisladores del Encuentro Progresista, que eran oposición, reclamaban activamente que hubiera 
número para que se reuniera la Asamblea General, lo que no ocurrió en ningún caso. Entonces, no se puede dejar una constancia 
en la versión taquigráfica en el sentido de que se ha actuado de este modo porque de este modo no se ha actuado. 


Yo no traje hoy recortes de prensa que registran invocaciones públicas de Senadores y Diputados del Frente Amplio reclamando la 
presencia en Sala de Legisladores de los otros partidos para que se hiciera número en la Asamblea General, pero recuerdo haber 
recibido a una cantidad importante de delegaciones gremiales de distintos organismos del Estado que reclamaban que ese Cuerpo 
se reuniera para votar en contra de las reestructuras que se les habían presentado. 


Vamos a ser claros; vamos a decir toda la verdad; vamos a expresar realmente lo que ocurrió. Lo que nosotros decimos es que en 
esos casos no entrábamos a la Asamblea General porque queríamos que los proyectos se aprobaran. Esa era la realidad. Hoy en 
día se trae aquí un argumento diferente; se dice que no importa si se reúne o no la Asamblea General. Entonces, en la línea de lo 
que dice el señor Legislador Gandini, me pregunto para qué nos reunimos entonces. 


Creo que la cuestión, por la importancia que tiene -voy a repetir algo que dije en mi primera intervención- debería ser sometida a 
una ratificación parlamentaria. Así lo establece la ley vigente y, además, hay una cuestión de sentido común, que es la de que en 
cuanto a una reforma de tales características, tan importante, referida nada más y nada menos que a la Dirección General 
Impositiva, el Gobierno tiene que saber que la oposición, que es seria -por lo menos el Partido Nacional fue serio cuando gobernó- 
está dispuesta a dar todas las manos que sean necesarias, porque lo que importa es que el organismo actúe adecuadamente. 


Nos gustaría conocer en las próximas horas el trabajo relativo a las oficinas recaudadoras que el Fondo Monetario Internacional 
entregó; sabemos que llegó a manos del Gobierno hace poco y que abarca al BPS, a la DGI y a la Aduana. La idea es conocer, 
inclusive antes de aprobar esto -si se entiende que el procedimiento es el que nosotros impulsamos- cuál es la visión de un 
organismo externo sobre la realidad de las oficinas recaudadoras nacionales. 


De ese modo, podremos determinar si, efectivamente, esta medida que se propone puede resolver el problema de capacidad 
recaudatoria del Estado, que todos reconocemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa recalca que la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002, es anterior a la Ley N” 17.706, de 
fecha 4 de noviembre de 2003, que tiene un efecto de derogación sobre el punto en discusión. Esto es lo que interpreta la Mesa. 
En su momento, la ley posterior contó con unanimidad. 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme a la lectura que hizo el señor Legislador Alfie respecto del artículo 4” de la Ley N* 17.556. Creo 
que eso termina de aclararnos el tema. El mismo Parlamento, con la misma integración y con las mismas mayorías, en setiembre 
de 2002 votó una formulación para tratar las reglamentaciones que solicitaba el Poder Ejecutivo, reservándose el derecho de 
opinión. En la Ley N* 17.706, los mismos Legisladores integrantes del mismo Cuerpo, sin cambio de mayorías circunstanciales - 
como se ha dicho últimamente- resolvieron otra cosa. Claramente cualquiera puede leer este artículo y puede darse cuenta de que 
solo se pone en conocimiento de la Asamblea General. Podemos discutir si esto fue como órgano o como Poder, pero no creo que 
este sea el ámbito adecuado. 


Creo que con la lectura de la diferencia de criterios que hubo entre los mismos Legisladores en los años 2002 y 2003, más la 
interpretación de la Mesa, deberíamos resolver el tema en este momento. El Poder Ejecutivo tiene que cumplir con la ley 
reglamentándola y poniéndola en vigencia a partir de los treinta días de la comunicación. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, con la interpretación del señor Diputado Asti, el Poder Ejecutivo en el día de mañana puede cambiar el 
Decreto, hacer lo que quiera y dar cuenta nuevamente a la Asamblea General porque no habría problema. Eso es así 


Este procedimiento tiene la especificidad de que es un decreto que tiene fuerza de ley porque la Asamblea General lo ratifica 
implícita o explícitamente. Esa es la única interpretación válida, y no puede haber otra. Si hay otra, fantástico. Mañana, el Poder 
Ejecutivo podría cambiar al Director de la DGI, al señor Ministro de Economía y Finanzas y decir: "Se acabó todo; bajamos los 
sueldos y hacemos otra reestructura". Podría hacer lo que quisiera. Pero esa no es la forma como se manejan los presupuestos del 
país porque la Constitución establece otra cosa. Debemos atenernos a lo que dice la Constitución aunque sea en el espíritu y en el 
marco normativo general. 


SEÑOR RUBIO.- Por razones de memoria y de historia -la amnesia no es buena- el Partido Colorado jamás admitió en toda la 
discusión presupuestal ni en el debate político de 1995 que esto pudiera ser considerado por la Asamblea General a los efectos 
derogatorios. Jamás. Se admitió -por iniciativa nuestra y a propuesta del entonces señor Diputado Atchugarry- y figura en la versión 
taquigráfica de la Comisión de Presupuesto de 1995 y de la sesión del plenario de la Cámara, que por razones de transparencia 
fuera puesto en conocimiento de la Asamblea General. Eso no quiere decir que la Asamblea General no pueda emitir una opinión 
política sobre el asunto. De todos modos, hay otros institutos y otros mecanismos para llamar a responsabilidad al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TAJAM.- Mis comentarios van a ir por otro camino. 


Compartimos la necesidad de una reforma en el funcionamiento de la Dirección General Impositiva y también estamos de acuerdo 
en que haya una disminución de la evasión. Debemos contar con una estructura adecuada a efectos de prepararnos para el cambio 
en materia impositiva. 


Sin duda, la columna vertebral de este proyecto refiere a los recursos humanos y cómo van a funcionar a partir de esta propuesta. 
En principio, habrá una auditoría que tendrá un control sobre este régimen de desempeño que se pretende impulsar y analizará las 
incompatibilidades con sus respectivas excepciones. Se estudiará el régimen de dedicación exclusiva con sus respectivas 
excepciones que, básicamente, es el corazón de la propuesta. Además, se proyecta un mecanismo de compensaciones 
extraordinarias por esta dedicación exclusiva, al que además se agrega un sistema de prima por rendimiento que puede ser grupal 
o individual. Básicamente, este es el nuevo funcionamiento que se pretende implementar. 


Podemos compartir que si se pide una dedicación exclusiva se remunere de manera diferente. Además, la dedicación exclusiva no 
se da solamente en este caso sino en otras reparticiones del Estado. De todos modos, nos parecen definitivamente excesivos los 
aumentos en las remuneraciones en correspondencia con este régimen de dedicación exclusiva. Permanentemente estamos 
reclamando austeridad por parte del Estado y en este caso hablamos de aumentos que consideramos desmesurados. Por ejemplo, 
solo para el Director General se proyecta prácticamente un 200% de aumento. En promedio, los aumentos rondan en más del 
100% en los distintos cargos. Estas son cuestiones que difícilmente podamos recomponer después en una recuperación salarial del 
resto de los funcionarios públicos a los que les reclamamos un sacrificio y una espera y que, a partir de la crisis, perdieron casi la 
cuarta parte de su capacidad adquisitiva. 


Me parece que este aumento sería radicalmente excesivo si lo comparamos con otros regímenes de dedicación exclusiva, que 
implican una dedicación total. Por ejemplo, me refiero al Poder Judicial. Un Ministro de la Suprema Corte de Justicia ganaría menos 
que un profesional A 16; un Ministro del Tribunal de Apelaciones ganaría menos que una Encargatura IV; un Juez Letrado ganaría 
apenas $ 1.000 más que un administrativo; un Actuario ganaría mucho menos, de $ 20.000 a $ 28.000. Un Ministro de la Suprema 
Corte recibirá $ 51.000 y un profesional A prácticamente $ 59.000. Nos parece una estructura de remuneraciones excesiva en 
cuanto al aumento absoluto, pero también sin correspondencia con otros regímenes parecidos que ya están vigentes. Se dice que 
esto es necesario para un aumento de la productividad, pero nosotros creemos que no salimos adelante solamente con 


productividad en la recaudación. También vamos a necesitar una productividad en el gasto. Si las productividades se asocian solo a 
aumentos en los ingresos, estaremos creando unos privilegios muy grandes. Creemos que debemos corregir esta cuestión. Esto es 
en lo relativo al tema de las remuneraciones. 


A ello se va a agregar el tema de las primas. Las primas tienen una definición que las vincula a un rendimiento que tiene que ver 
con el probable aumento de la recaudación en función de un parámetro que se ubica en el año 2003. El parámetro de comparación 
es la recaudación del año 2003. En primer lugar, parecería que con estos datos la prima estará prácticamente asegurada, si 
comparamos con un año en el cual la recaudación estaba en el eje de la tormenta, en el eje de la crisis que había empezado en 
2002. Por otro lado, está la proyección que se hace en función del PBI, del Producto Bruto Interno. En el momento de comienzo de 
recuperación de la crisis el PBI crece, sigue creciendo y, seguramente, va a seguir creciendo, fundamentalmente por las 
exportaciones y, sin duda alguna, la elasticidad producto de la recaudación va a ser mayor que uno. El componente de consumo es 
el que la va a ubicar siempre por encima del Producto. De esta forma, esa prima está prácticamente asegurada. 


Hay otro tema que es el de la estructura. Nos están diciendo que se ubicaría en el año 2003 y que esta estructura es con vista a la 
recomposición también estructural de los impuestos. Es decir que la estructura impositiva va a cambiar. Y no podremos comparar 
luego una estructura impositiva diferente con la que quedó en el año 2003. Estaríamos asignando probablemente cambios en la 
recaudación al cambio en la estructura y no al cambio de lo que queremos impulsar con este Decreto que es la mayor productividad 
de los funcionarios. Por lo tanto, también este sistema de primas le está asegurando a todo el funcionariado de la Dirección 
General Impositiva un régimen de retribuciones muy alto. 


Nosotros queríamos plantear estas inquietudes que creemos que podrían corregirse en la medida en que nos sigamos planteando 
no solo metas referidas a la recaudación sino también una mejor actuación de todo funcionario público; no solo se trata de exigir y 
retribuir a aquellos que recaudan. 


Por otro lado, no soy especialista en cuestiones jurídicas pero me surgió una inquietud en cuanto a las excepciones. No comprendo 
muy bien por qué se da una excepción para los dependientes y no se incluye a alguien que pueda ser dueño. Ese es el otro 
elemento. Mi pregunta es si un empresario puede estar sentado en la Dirección General Impositiva. Tal vez sea fácil que lo puedan 
aclarar, pero la duda existe. Esto se asocia con la otra excepción que tiene que ver con la administración del patrimonio personal. 
Las dos cosas van juntas. Alguien puede tener un patrimonio empresarial importante y la excepción permitirle administrarlo. 


Por último, quiero referirme al tema de las evaluaciones. Nos parece bastante liviano que se establezca una evaluación del 50% del 
puntaje para estos niveles de dedicación exclusiva y para acceder y mantener estos niveles de retribución. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Vamos a contestar en equipo porque tenemos varias inquietudes planteadas. 


Antes que nada, quiero decir que no intervine en la discusión anterior porque ya había dado la posición del Ministerio. 
Simplemente, reitero que para nosotros no solo la letra de la ley es clarísima sino, además, admítanme con todo respeto sugerir 
que, acerca del espíritu y la intención que hubo al aprobar la ley en noviembre de 2003 es muy útil repasar las intervenciones de 
Legisladores de todos los partidos. Allí se puede apreciar que, realmente, el espíritu fue dar cuenta a la Asamblea General y 
comenzar a aplicar esta reforma a los treinta días de comunicado el Decreto. Respetamos todas las opiniones. Simplemente, 
entendemos que nos asiste la razón por los fundamentos que hemos expuesto oportunamente. 


El señor Diputado Tajam plantea cuatro temas -le pido que me corrija si me olvido de alguno-: en primer lugar está el de las 
retribuciones; en segundo término, el de la prima y las variables, así como las bases que se toman como referencia para su cálculo; 
en tercer lugar, el tema de los dependientes y, en cuarto término, el de las evaluaciones. Me voy a referir al tema de las 
retribuciones; luego nuestro asesor Hugo Vallarino va a contestar las inquietudes referentes a la prima y a las variables que se 
toman como referencia y, finalmente, el sociólogo Joaquín Serra va a explicar el tema de los dependientes y las evaluaciones. 


En cuanto a las retribuciones, en primer lugar debemos recordar lo que dice la ley textualmente: "remuneraciones extraordinarias". 
Se está refiriendo, con justicia, al hecho de que los pilares de dedicación exclusiva e incompatibilidad tienen, necesariamente, que 
ser acompañados por un cambio sustancial en las retribuciones de los funcionarios de la Dirección General Impositiva. Eso es lo 
que estamos proponiendo: una modificación sustancial. Naturalmente, los números relativos como los que citaba el señor Diputado 
Tajam impactan, pero impactan por la base con la que se comparan, que es absolutamente insostenible. Es insostenible porque es 
una base de retribuciones, lamentablemente insuficientes, asociadas a una función que el país no puede mantener. Porque con 
esta función la Dirección General Impositiva no es capaz de cumplir el trabajo que le estamos encomendando. Naturalmente, es 
insostenible por el tenor o el monto de las retribuciones y por cómo funciona la Dirección General Impositiva. Si queremos cambiar 
en forma sustancial el funcionamiento de la Dirección General Impositiva tenemos que pasar a una estructura de retribuciones 
francamente diferente a la que tenemos hoy. De lo contrario, no vamos a tener la dedicación exclusiva ni las incompatibilidades que 
estamos planteando. 


Ahora bien, cuando se plantea la necesidad de definir las retribuciones, hay que tener dos puntos de referencia comparativos. En 
primer lugar, tenemos que tener en cuenta puntos de referencia comparativos de instituciones del sector público actuales que, 
desde diversos puntos de vista, se asemejen a la situación que hoy está viviendo y a la naturaleza de la Dirección General 
Impositiva. También hay un segundo punto de referencia fundamental: el tenor y la estructura de las retribuciones competitivas de 
estos funcionarios en el sector privado. Si no tenemos en cuenta esa comparación, sencillamente, nos vamos a quedar sin reforma, 
no porque no queramos hacerla sino por falta de funcionarios. Se van a ir todos. Para que la Dirección General Impositiva funcione 
con la eficiencia que queremos darle, tiene que tener funcionarios que opten por permanecer en las condiciones que les estamos 
proponiendo y no que opten por seguir trabajando o incrementar todavía más su presencia en el sector privado; no es que esto sea 
malo sino que significa un vaciamiento de recursos humanos de nuestra Dirección General Impositiva. Eso lo tenemos que evitar y, 
lamentablemente, ello solo se logra con retribuciones que sean atractivas para esos funcionarios. 


Sé que en el sector público hay otros funcionarios con dedicación exclusiva cuyos salarios están por debajo de los que estamos 
proponiendo; sin ninguna duda. Pero invito a los señores Legisladores a tener en cuenta que también para ellos hay que tener en 
cuenta este segundo punto de referencia: cuáles son las retribuciones de esa labor en el sector no público, en el sector privado. 
Eso debe ser analizado so pena de incurrir en una propuesta absolutamente inviable. Para funcionar, la Dirección General 
Impositiva tiene que tener una buena estructura, una buena Dirección, una buena gestión, una buena orientación de su trabajo 


pero, antes que todo eso, debe tener funcionarios. Y para tener funcionarios dedicados exclusivamente a la DGl y con 
incompatibilidad con otras tareas severamente sancionada en caso de eludirla, hay que retribuirlos condignamente. Eso es lo que 
estamos proponiendo aquí. 


Tengo las cifras -no las voy a mencionar, pero las voy a proporcionar a la Comisión- de instituciones del sector público uruguayo 
como el Banco Central del Uruguay, ANCAP, el Banco de Previsión Social y nuestra Dirección General Impositiva con la nueva 
estructura de sueldos. Estamos por debajo de todas esas instituciones. Al señor Legislador Alfie, que está diciendo que no con la 
cabeza, le ofrezco especialmente estas cifras para que las pueda consultar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ese material será repartido. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Teniendo en cuenta esas dos referencias hay que agregar un elemento 
fundamental: estamos incrementado sustancialmente el horario de trabajo de estos funcionarios. Actualmente, como dijo el Director 
en su introducción, están trabajando en promedio cuatro horas y van a pasar a trabajar prácticamente el doble como promedio, 
cuando no mucho más. Ese es el punto de referencia que planteo al respecto. 


En lo que refiere al financiamiento de la reforma, saben que la ley establece un porcentaje que es el 25% del incremento real de la 
recaudación. Puedo asegurarles que, teniendo en cuenta las cifras de 2004, que son las últimas que tenemos disponibles, 
estaríamos utilizando en promedio, no un 25% sino apenas un 11% de esa mejora de eficiencia para financiar esta estructura de 
sueldos que estamos proponiendo. Reitero que esto es teniendo en cuenta los números de 2004, que son los últimos que tenemos. 


Solicito autorización a la señora Presidenta para que nuestro asesor Hugo Vallarino se refiera al tema de la prima y las variables 
que se toman como referencia para su cálculo. 


SEÑOR VALLARINO.- Voy a hacer referencia a varios aspectos vinculados al tema del análisis de la base de cálculo. 


A los efectos de medir los costos, la comparación entre el año 2003 y 2004 se hizo para tratar de mostrar cuánto del incremento de 
la recaudación se debe a mayor eficiencia y poder determinar nuestro techo de utilización de esa eficiencia para costear la mejora 
de la administración tributaria, que iba a ser la dotación adicional de recursos para esta mejora. 


La recaudación realmente baja fue en el año 2002 y todos sabemos por qué. El año 2003 ya es un año en crecimiento. Inclusive, 
por efecto de los años a comparar, no sabíamos cuál iba a ser una eventual previsión para el 2005. De hecho, tal como indicaba la 
disposición legal, teníamos que tomar puntos de referencia. Estamos ante una recaudación que está creciendo, que ya no está en 
el piso. Es más: en términos de índices, se puede demostrar que la recaudación creció en 2003 con respecto al 2002 casi un 6%, 
más exactamente un 5,8%, y en 2004 con respecto a 2003 creció casi un 15%. 


Simplemente a los efectos de ver dónde estaríamos parados, tenemos que el nivel de recaudación de 2003 fue casi equivalente al 
año 1996, que fue un año de crecimiento en que la economía parecía estar repuntando; el año 2004 ya está casi en los niveles de 
1998, que ha sido un punto de referencia bastante histórico respecto a determinados momentos de la economía. 


El PBI, la otra variable de referencia, tiene exactamente la misma evolución. Es fácil ver en la información de las páginas "web" de 
la DGl y del Banco Central cómo evolucionan, en términos de índices, ambas variables: la recaudación y el Producto. En el año 
2002 ambas variables que se usan como elemento de cálculo están en su punto más bajo. A partir del año 2002 la recaudación 
total del IVA -tratando de medir en los mismos términos de índices- crece por encima del Producto. Ese es un primer indicio de que 
estamos por encima de los niveles de crecimiento de toda la producción en términos de recaudación. Sobre esa base, entendimos 
que era una forma de medir la mejor acción de la DGI en términos de crecimiento de su recaudación. Por ese lado, se podía 
considerar la idea que se manejó en la primera versión que tuvo el decreto de reglamentación de la DGI, por la que se planteó la 
posibilidad de utilizar como elementos de comparación no solo el Producto, sino una combinación entre el Producto y el consumo. 
Es verdad que, en función de la estructura tributaria que tiene el país, existe una gran base de recaudación que tiene que ver con el 
consumo; ese es un ejercicio que se puede ver con los números, específicamente utilizando el consumo privado. En efecto, el 
consumo privado en 2003 crece un 2,04%, cuando el Producto creció un 2,17%; en 2004, el consumo privado creció un 12,79% y 
el Producto un 12,27%. Es decir, independientemente de que a veces el consumo crezca más que el Producto, también es notorio 
que cuando cae el Producto, el consumo cae más aún. En 2002, el consumo privado cayó un 16,87% y el PBI un 11, 03%. 


Ejercitar sobre cuál es el mejor indicador para llevar la recaudación a su verdadera medida y hacer la comparación de objetivos, 
nos planteó que si utilizábamos exclusivamente el PBI teníamos que "pedir" a la recaudación de 2003, respecto de la de 2004, que 
creciera un 1,2016%, mientras que si combinábamos en términos de la importancia que tiene el consumo en nuestra recaudación 
un 75% de crecimiento del consumo con un 25% de crecimiento del Producto, el deflactor era de un 1,1970%. Por lo tanto, al 
utilizar exclusivamente el Producto, exigimos más a la recaudación objetivo que habiendo utilizado una combinación de crecimiento 
entre consumo y Producto. 


¿Por qué utilizar el Producto? Esta discusión va mucho más allá de este ámbito. Lamentablemente, cuando se toman estas 
medidas macroeconómicas sabemos que existen problemas de medición y de exactitud. La medición de nuestro Producto Bruto 
Interno -es una apreciación personal- tiene la dificultad de que conlleva una doble indeterminación. En general, se trata de 
determinar cuánto se piensa que es la producción total del país y después tratar de distribuir en quién ha generado ese crecimiento 
o esa producción. Así, es muy fácil medir el consumo del Gobierno -porque figura en los datos presupuestales y en la ejecución de 
los presupuestos de las empresas públicas- cuánto es la inversión pública y, por ser una variable más enfocada, existen 
posibilidades de medir con mayor precisión la inversión privada. Por lo tanto, el consumo, en términos de cómo participa en el 
Producto, es una variable por defecto, por diferencia, con todas las dificultades que tiene ese tipo de medición. 


Entonces, estimamos, también basados en lo que internacionalmente se mide y se compara, que el Producto Bruto Interno era la 
mejor forma de tomar la exigencia de recaudación para requerir recaudación objetivo. 


Para tomar estos datos, si bien en este caso para la DGI significó una caída importante de recaudación, nos exigimos incorporar 
medidas discrecionales. En 2004, la DGI dejó de recaudar, según nuestras estimaciones, casi $ 1.020:000.000 por efecto de 
impuestos que se dejaron de recaudar, por decisión de la política tributaria de entonces. 


Entre los más importantes está la derogación del pago de COFIS a las empresas públicas y la reducción de la tasa del IRIC del 
35% al 30%, que en 2002 habían sido aumentadas del 30% al 35%. Haciendo todos estos ajustes, determinamos, utilizando el 
deflactor más exigente, cuánto sería la medida de la eficiencia de la recaudación. 


El señor Diputado Tajam aludió al efecto que puede tener en el arrastre la elasticidad de la recaudación. Eso es así, ya que 
entendemos que puede haber efecto de elasticidad. 


Hay varias formas de medir la elasticidad. Existe una muy sencilla -se puede ver publicada en nuestra página web- que es medir la 
elasticidad de un año respecto del otro. Ahí figuran 26 años de análisis de elasticidad. 


Esa elasticidad, en promedio, anda alrededor del 1,02. No conformes con esto -porque se trata de una medida quizás viciada de 
algunos elementos poco técnicos, aunque tiene su tecnicismo determinarla, pero hacer un promedio simple es algo muy sencillo- 
hicimos algún ejercicio econométrico y, sin que nos sorprendiera, esa elasticidad medida en esas condiciones nos dio 1, 026, lo que 
indica que existe una elasticidad superior a la unidad -lo podemos confirmar- y que estas medidas, a las que sometimos a algunas 
pruebas de consistencia, demostraron que la probabilidad de rechazar ese número era casi nula. Por lo tanto, nos conformamos 
con el dato que la información estadística disponible nos proporcionaba en nuestros cálculos. 


A su vez, hicimos un ejercicio. Consideramos que esta eficiencia que estábamos midiendo estaba en base a una elasticidad igual a 
la unidad, por lo que no había cambios, y verificamos hasta dónde quedaríamos sin eficiencia si todo el crecimiento de recaudación 
fuera exclusivamente por motivo de la elasticidad que tiene la producción. Nos dio que esa elasticidad tendría que ser casi un 1,09, 
bastante lejos de la elasticidad que medimos desde el punto de vista econométrico. Esta elasticidad, considerada en términos de 
contribución de la DGl que pudieran estar por encima de la comparación con la producción, no modificaba en absoluto la 
consideración de que hay medidas de eficiencia bien consistentes que determinan ingresos adicionales por esfuerzo de la 
administración tributaria. 


Creo que esta es esencialmente la explicación de por qué utilizamos estos criterios. 
SEÑOR SERRA.- Quiero complementar lo que informaba el economista Vallarino con lo siguiente. 


Hubo bastante discusión acerca de cómo generar un sistema de incentivos que realmente fuera variable y lograra el objetivo 
perseguido, que era alinear los intereses de los individuos y de los distintos grupos de trabajo con los de la institución. Vale la pena 
recordar algo que hoy se mencionaba y es que está planteada la firma de un compromiso de gestión entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y la Dirección General Impositiva. En ese compromiso se establecerán metas, muchas de las cuales, dada la 
naturaleza del organismo, serán cuantitativas y referidas a la recaudación esperada en el ejercicio. Pero también existirá la 
posibilidad de incorporar otro tipo de indicadores como, por ejemplo, la satisfacción de los contribuyentes cuando realizan 
consultas, la satisfacción por los servicios de información, por la forma de facilitar los pagos y la contribución por parte de los 
contribuyentes. Si la institución no cumple con los objetivos, que estarán indicados en un contrato público y que deberán ser 
claramente medibles y evaluables, no habrá fondos para pagar a los funcionarios de la DGI el 15% de la prima de rendimiento. O 
sea que además de los requisitos que recién explicaba el economista Vallarino, está el de que la institución alcance las metas 
institucionales. 


¿Esto por qué? Porque las metas de los grupos de trabajo van a estar todas relacionadas y se van a desprender de esas metas 
que tiene la institución. Si los distintos grupos de trabajo logran alcanzar las metas planteadas para la institución, cobrarán esa 
prima y la institución habrá cumplido con su contrato de gestión. 


Quiero decir algo con respecto a la segunda pregunta que se formulaba, o sea, por qué se cuenta a la administración del 
patrimonio personal entre las excepciones. Aquí se quiso recoger el principio general que se señaló más temprano y es que los 
funcionarios de la DGI no estén sentados de los dos lados del mostrador. El patrimonio es objeto de gravámenes. Entonces había 
que especificar esta excepción. De lo contrario, estaríamos en el extremo de que un funcionario de la DGI que tiene una casita en 
la costa y la alquila durante la temporada deba retirarse de la Administración. Atentos a las dificultades que se podían encontrar si 
se hacía una interpretación estricta del principio general, analizamos la normativa internacional. En España, en la Unión Europea, 
figura esta excepción para los funcionarios de la Administración tributaria y está redactada en forma textual: administración del 
patrimonio personal. Y ese es el alcance. Esto no significa que quien posea cierto patrimonio no pueda trabajar en él. Puede tomar 
las decisiones en su calidad de propietario, es decir, vender, arrendar; ese tipo de situaciones son las que están contempladas. 


En cuanto a la evaluación del desempeño de los encargados de sección, departamento, división, entendemos que quizás es 
discutible el nivel de exigencia que se planteó, pero queremos señalar lo siguiente. Este es un aspecto único en toda la 
Administración pública. En general, cuando se accede a los cargos de supervisión a través de concursos o de los sistemas que se 
planteen, la DGI tiene un plazo de ciento ochenta días para elevar al Ministerio una propuesta en tal sentido. Se entiende que las 
personas que acceden por concurso tienen derecho a la permanencia. Aquí estamos incorporando la posibilidad de degradarlo en 
su carrera administrativa. Sabemos que hay otras áreas públicas, como la Universidad, que tienen componentes de este tipo, pero 
es un régimen muy excepcional, no aplicable al conjunto de la Administración Central. 


Por lo tanto, consideramos que este es un mecanismo innovador que, como se imaginarán, ha generado resistencia y desacuerdo, 
pero entendemos que es imprescindible incorporarlo dentro del concepto que tenemos de una nueva gestión administrativa. 


SEÑOR ZAINDENSZTAT.- Ante la duda del Legislador sobre las incompatibilidades, queríamos conceptualizarlas y hacer una 
explicación. 


El fundamento es la incompatibilidad de desarrollar tareas simultáneas que impliquen asesorar a empresas de manera directa o 
indirecta y empresarios privados. Eso es lo que se prohíbe. ¿Por qué hacemos excepciones al régimen general? Por tres motivos 
fundamentales. Las excepciones las podemos ordenar de la siguiente manera. En primer lugar, que mejoren el capital humano de 
la DGI. ¿Cuáles son esas excepciones? Entre ellas, la docencia universitaria. Nos parece bueno que la DGl tenga dentro de sus 
cuadros docentes universitarios, porque mejoran su trabajo y enriquecen a la organización. También está la participación en 
coloquios, seminarios relacionados con el trabajo de la administración tributaria y el conocimiento, que por supuesto mejora el 
capital humano de la propia organización. A su vez está el caso de gente muy valiosa y cuya participación es buena para la 


organización: son aquellos que han asesorado a otras administraciones tributarias del mundo. Tenemos gente muy valiosa en la 
organización y nos parece que sirve que esa gente siga adquiriendo experiencia, porque eso redunda en beneficio de la 
Administración. 


El segundo bloque de excepciones a la incompatibilidad son los derechos inherentes a la persona. Entre ellos está el derecho de 
propiedad. Si no poníamos esto y mañana un funcionario tiene una casa, ¿qué hace? ¿Y si recibe una herencia? Tiene que 
administrar su propiedad. Si tiene la casita en el balneario, la puede arrendar; eso es administrar su patrimonio. 


Además está lo establecido en el artículo 69 de la Constitución, que refiere básicamente al asesoramiento a las iglesias, a los 
institutos de enseñanza y a las asociaciones civiles sin fines de lucro. Eso realmente no es incompatible. 


El tercer bloque de excepciones a la incompatibilidad es la creación artística y la participación en cuestiones deportivas. Voy a dar 
dos ejemplos muy cortitos. A nivel internacional y relacionado con la creación artística, está el caso nada menos y nada más que de 
Miguel de Cervantes, que ya en su época era funcionario de la Administración tributaria española. Por suerte, tenemos a 
Cervantes. En materia de deporte hay ejemplos dentro de la Administración. Tenemos jugadores de fútbol como Amatrain, ex 
basquetbolistas y directores técnicos como el señor Vázquez, dirigente sindical, y nada más y nada menos que a Dogomar 
Martínez. Imagínense si Dogomar no pudiera boxear por ser funcionario de la DGI. Nos parece que eso debemos permitirlo. 


En resumen, nos parece que el concepto de las excepciones a las incompatibilidades son mejorar el capital humano, los derechos 
inherentes a la persona o mejorar desde el punto de vista artístico y deportivo. 


SEÑOR TAJAM.- Voy a hacer algunas precisiones con respecto a lo que había expresado y a las contestaciones que he recibido. 


Admitimos que la dedicación exclusiva lleva remuneración extraordinaria, pero la seguimos creyendo excesiva, así como la del 
Banco Central. 


Por otra parte, aspiramos a que los mejores salarios estén en el sector privado y no en el público, porque es donde se genera el 
80% de la riqueza de este país. Con ese criterio nunca tendríamos los mejores funcionarios sino los que se quieren dedicar a la 
función pública; esto es así. 


En cuanto a la base 2003, es discutible pero también tenemos que tener en cuenta el ciclo que estamos recorriendo. Si salimos del 
ciclo de la futura proyección, también le podemos estar errando. Si a la elasticidad promedio la hacemos a través de tantos años 
puede estar respondiendo a distintos ciclos productivos; en algún momento era más importante la demanda interna y en otro la 
externa. Entonces, al considerar un período tan grande debemos ser muy cuidadosos. 


Con respecto al dependiente, no me refería a la persona que tiene una casita en la playa. Yo pregunté si puede estar incluido un 
empresario. 


SEÑOR SERRA.- Claramente no. No hay ninguna duda. 


SEÑOR ALFIE.- Respecto a lo que dijo el economista Vallarino, en un período de veinte años es obvio que la elasticidad tiene que 
dar 1, porque nadie puede gastar más que su ingreso. La elasticidad ingreso de cualquier cosa a largo plazo es 1. Si no cambian 
los impuestos, si todo es constante, es 1. Da 1 y algo porque hubo un aumento de la presión tributaria a largo plazo. Es muy difícil 
eliminar todos los efectos: los aumentos de impuestos, las bajas de impuestos, etcétera. Por lo tanto, no me sorprende: da 1; pero 
ese no es el tema. La cuestión es que en la base el consumo estaba superdeprimido, porque el año 2003 fue un año de consumo 
superdeprimido. Sería válido que la base fuera un promedio de años de consumo normales. Podría ser una base razonable 
considerar el producto o el consumo de largo plazo. Creo que hay que considerar el consumo más que el producto, porque todos 
sabemos, además, que la recaudación es base consumo, no es base producto, y que a medida que aumenta el consumo los 
bienes que se consumen en el margen son mucho más gravados que los bienes básicos. En general, los bienes básicos están con 
gravámenes bajos o desgravados. Basta con ver la estructura del IVA, sobre qué se cobra IVA y sobre qué IMESI, e inclusive 
aranceles, que en este caso no importan porque no entran dentro de la recaudación de la DGI. 


El estudio que presenta el economista Vallarino está bien, pero no puede dar otra cosa, porque a largo plazo nadie puede consumir 
más de lo que le ingresa, debiendo ser, por lo tanto, 1 la elasticidad. 


SEÑOR TAJAM.- Quiero saber si se piensa dejar la estructura impositiva del año 2003 y qué sucederá cuando la cambiemos y 
apliquemos la reforma en el 2006 y 2007 en adelante. 


SEÑOR VALLARINO.- Ya que se puso en consideración el tema de la elasticidad, debemos tener un criterio para hacer una 
medición. Quizás esto lleve a una discusión entre economistas, pero sabemos perfectamente que cualquier medición que se hace 
respecto a una estimación debe estar dotada de la mayor cantidad de información disponible y en el plazo más largo posible para 
que, precisamente, todos esos ruidos que se comentan de alguna forma se vayan neutralizando. Es probable que intuitivamente 
sepamos que hay una elasticidad muy cercana a la unidad. Pero convengamos que la elasticidad no es un elemento relevante en la 
medición de lo que nosotros especificamente en este caso intentamos medir, que era cuánto de una recaudación, respecto de otra, 
podríamos considerar como efecto del esfuerzo de la administración tributaria. 


Quisiera hacer una precisión respecto al elemento cíclico. Nosotros también nos preocupamos por discutir o pensar cuánto nos 
afectaba el elemento cíclico en una medición de eficiencia. Es más, para los que tengan interés en ver algún tipo de metodología o 
compararla con alguna otra existente, los invito a ver y discutir un trabajo que está publicado en la página Web de la DGI. En 
principio, justificamos utilizar la medida de eficiencia de toda la recaudación en función de la medida de eficiencia que podamos 
constatar en la recaudación del Impuesto al Valor Agregado. Entendemos -tal como se estila en las administraciones tributarias de 
otros países en los que la base del IVA es muy importante, como en el caso uruguayo- que se justifica medir la eficiencia en un 
impuesto como el del Valor Agregado para poder presentir cuán eficientes estamos siendo en toda la recaudación. El Impuesto al 
Valor Agregado tiene una amplia participación en la recaudación total, más del 50%; tiene vasos comunicantes muy importantes 
con el Impuesto a la Renta de Industria y Comercio, con el Impuesto a las Comisiones y con una interesante parte del IMESI; hay 
un par de bienes que no están alcanzados por el IVA y sí por el IMESI, por ejemplo, los automotores. Eso hace que justifiquemos 


esta idea por esta correlación y entendemos que no hay razones suficientes para presumir que la DGl tenga un desempeño 
diferencial en su esfuerzo por ser eficiente en el IVA con respecto a toda la recaudación. 


Intentamos hacer distintas mediciones de eficiencia; una de ellas, la más sencilla y la que se compara a nivel internacional, es la 
productividad de un impuesto que, en función de cuál es la base, intenta medir cuánto de esa base impacta o abarca el impuesto. 
Para hacer las comparaciones internacionales se usa el Producto Bruto Interno y a eso se llama productividad del impuesto. 
Nosotros lo hemos hecho para medir el IVA y hemos constatado un incremento muy fuerte, fuera de las medidas discrecionales, 
entre la productividad del IVA en el 2003 respecto a la del 2004, desde un 38% a un 42% de alcance de la base, en condiciones de 
estructuras tributarias iguales, es decir, haciendo los ajustes correspondientes. 


Además, siempre utilizando el IVA, del que tenemos mucha información y podemos hacer mediciones más precisas, hicimos el 
esfuerzo de exigir cuánto de esa mejor recaudación es por efecto de la elasticidad. Hicimos un cálculo de elasticidad en el IVA, y no 
coincide tanto con lo que dice el señor Senador Alfie. La elasticidad en el IVA es de alrededor del 1,30 para una serie trimestral de 
casi sesenta trimestres, lo que desde el punto de vista de la información le da consistencia a los resultados que podemos obtener. 


SEÑOR ALFIE.- Coincide perfectamente, porque a medida que aumenta mucho el consumo de los bienes gravados con IVA solo 
suben estos bienes y cuando baja su consumo, ellos también. Entonces, la elasticidad sobre eso sí es muy grande; pero yo hablé 
de la elasticidad global de la DGI, no solo del IVA. Coincide perfectamente. 


SEÑOR VALLARINO.- Está bien, pero lo que quiero plantear es que ese nivel de elasticidad es muy exigente para quitarle al efecto 
de la mejor recaudación aquello que es por motivo automático, digamos. En ese sentido hicimos nuestros ajustes. Además, hicimos 
un filtro adicional: filtrar por efecto del ciclo. El ciclo empuja, y en momentos de auge se puede definir que gran parte de ese 
crecimiento puede estar dado por el ciclo. Las metodologías de filtrar el ciclo son bastante complejas y tienen sus niveles de 
consistencia, los cuales hay que medir. Nosotros entendemos que las pruebas que realizamos son más que suficientes para llevar 
a cabo, a su vez, un ajuste en el ciclo. Me remito a lo que está publicado; pero a los efectos ilustrativos, puedo referirme al índice 
de eficiencia trimestral de la DGI, medido a través de la eficiencia del Impuesto al Valor Agregado y en términos de índice, es decir, 
partiendo de una eficiencia 100 en el año 2000. En ese sentido, podemos decir que en el primer trimestre del 2004 el índice fue 105 
y en el primer trimestre del 2005 fue 120.1, reitero que tomando como base 100 y exigiendo al Impuesto la quita de cualquier 
medida discrecional que pudiera estar molestando, el efecto de la elasticidad y el del empuje que le hace el ciclo. 


Esas eran mis precisiones con respecto a la medición de la capacidad de ser eficiente realizada desde el lado de los números 
porque, como aquí se dijo, no solo desde este ángulo se mide la eficiencia de una administración tributaria. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Me parece que quedó pendiente una preocupación del señor Diputado Tajam 
con respecto a la posible consistencia entre esta reforma y la futura estructura impositiva. 


Quiero decir que esta reforma está concebida para hacer posible la nueva estructura impositiva, tal como señalamos al principio. 
De nada le serviría al país hacer una buena reforma tributaria, si no tiene una buena administración tributaria. Y el puente que une 
ambas inquietudes es la eficiencia de la organización. Precisamente, esta reforma está orientada a asegurar niveles altos de 
eficiencia de la administración tributaria, que no solo permitan poner en práctica la reforma tributaria que se propone el Gobierno, 
sino también obtener los mejores resultados posibles de su aplicación. 


SEÑOR TROBO.- Voy a hacer referencia a un comentario que escuché hace algunos minutos de parte del señor Senador Rubio. 


Yo soy muy directo para decir las cosas. Si digo que el Senador Rubio se equivocó, digo que se equivocó, y si él tiene que decirme 
que tengo amnesia, que me lo diga. Yo no tengo amnesia; muy probablemente la tenga el señor Rubio que en estos cien días se ha 
olvidado de muchas de las cosas que decía antes de octubre del año pasado. 


Ratifico que la Asamblea General no se reunía para que se aprobaran tácitamente las reestructuras que presentaba el Poder 
Ejecutivo; ratifico que coincidíiamos con Legisladores del Partido Colorado en no ingresar a Sala para que no hubiera número, y 
ratifico que Legisladores del Frente Amplio nos reclamaban que ingresáramos a Sala para votar en contra, o al menos habilitar la 
discusión, de las reestructuras que presentaba el Poder Ejecutivo. Eso lo digo y es así. Quien quiera decir lo contrario, que lo diga, 
que lo afirme y que traiga los respaldos necesarios a ese efecto. 


Hoy comenté -el señor Ministro en ese momento estaba dialogando con el señor Subsecretario- que tenemos interés en recibir en 
las próximas horas, si es posible, los estudios que el Gobierno ha recibido de parte de organismos internacionales sobre la 
situación de las organizaciones del Estado que se encargan de la recaudación, es decir, Banco de Previsión Social, Dirección 
General Impositiva y Dirección Nacional de Aduanas. Creo que este es un elemento muy importante para el análisis de la situación 
actual e, inclusive, los proyectos que hay para su reforma hacia el futuro. 


El señor Ministro nos entregó una tabla comparativa de los sueldos actuales de la Administración en tres áreas de empresas 
públicas y una organización autónoma -Banco Central del Uruguay, ANCAP y Banco de Previsión Social- para compararlos con el 
resultado de la nueva escala de sueldos de la DGI, en caso de que se apruebe esta reestructura. Quiero aclarar que no me alarma 
que haya sueldos altos; lo que me alarma es que no los haya en otras áreas de la Administración. Y lo que me alarma más todavía 
es lo que se dice con respecto a los sueldos altos, que ahora se comparan en este cuadro que nos han presentado para justificar la 
medida respecto a la de DGI. Se nos dice que como allí hay incompatibilidad tiene que haber sueldos altos, y que estos no son tan 
altos porque en el resto de la Administración, donde no hay incompatibilidad, también existen sueldos muy altos. Y no voy a hacer 
otra cosa que recordar que debemos tener muy presente el régimen de trabajo que tienen los policías, que también es 
incompatible, y que tienen en sus manos nada más y nada menos que la tutela de la seguridad pública, de la seguridad ciudadana 
y de la propiedad de los individuos. Los policías seguramente no van a tener, por imperio de esta norma, una mejor remuneración; 
pero espero que en la instancia presupuestal recibamos una propuesta del Poder Ejecutivo que vaya en la línea de esta 
preocupación tan encendida que se tiene sobre la remuneración del personal de la Dirección General Impositiva. 


Entonces, me gustaría contar -porque obviamente es muy importante para nuestro trabajo- con una comparación de los eventuales 
sueldos de la DGI en adelante con estas organizaciones que se incluyen en este capítulo. También, con el paso del tiempo, quisiera 
contar con una ampliación que nos permita estar al tanto de lo referente a ANTEL, UTE y OSE, es decir, a todos los organismos 


autónomos que sabemos que tienen remuneraciones muy por encima de las de la Administración Central; en este caso la primer 
área de la Administración Central cuya escala de sueldos va a ser reformada es la Dirección General Impositiva, pero el resto 
queda en la misma situación que antes. 


Cuando me refiero a la Policía no lo hago por demagogia; me estoy refiriendo a gente que cumple una función de tanta importancia 
como la de un inspector de la Impositiva. Un Comisario o un Inspector de Policía encargado de una Comisaría o de un área del 
Ministerio del Interior vinculada a la prosecución, por ejemplo, del delito de la droga, de la prostitución o del contrabando, o de 
cualquier otro tipo de actividad mafiosa que afecte severamente a nuestra sociedad, no tiene una remuneración como las que 
reciben los funcionarios de la Dirección General Impositiva. No hablo en contra; hablo de la importante deuda que tiene el Gobierno 
-si adopta este criterio para la Impositiva- con las otras organizaciones del Estado que tienen la misma responsabilidad o 
responsabilidades análogas, e igual importancia para la sociedad de la que pueden tener los funcionarios de la DGI. 


Reitero que sería muy importante contar con un análisis comparativo por institución, con un resumen por cargo que incluyera las 
compensaciones -ya que de algunas de ellas, después de su lectura, nos estamos sorprendiendo- para tener una visión más 
grande del tema. 


Aquí está puesta de manifiesto la inequidad salarial que hay a nivel del Estado; salvo que se señale que hacia el futuro los demás 
tendrán un tratamiento igual al que se le va a dar a la Dirección General Impositiva, lamentablemente, lo que se está consagrando 
es que esta va a seguir tan campante durante muchos años. 


Por otra parte, hay una cuestión que se vincula explícitamente al texto de la reestructura; es la declaración jurada que deben 
presentar los funcionarios que ingresen a este régimen especial. 


Voy a hacer dos preguntas. En primer lugar, ¿por qué se establece que la declaración jurada debe abarcar los dos años anteriores? 
En segundo término, quisiera saber si la Dirección General Impositiva, de acuerdo a lo que se establece en la Ley N* 13.640, de 
1967, anualmente exige a los funcionarios la presentación de tal declaración. ¿Por qué son dos años? ¿Por qué no son dos años y 
medio, tres, cinco o siete años? ¿Por qué no es desde el momento en que el individuo se vinculó, ya que pudo haber ingresado 
hace dos años, cuatro años, etcétera? ¿Cuál es la magia de los dos años que permite que un individuo con un día más de los dos 
años, habiendo estado vinculado a equis cantidad de empresas, tenga derecho a ingresar al régimen de dedicación especial y con 
un día menos de los dos años, no pueda hacerlo? 


SEÑOR RUBIO..- Ratifico todo lo que dije. Que la oposición busque que haya un pronunciamiento político de la Asamblea General, 
está bien, pero para que tenga ese alcance legal, no hay fundamento. Si el señor Legislador Trobo entendió ofensivo el uso de la 
expresión "amnesia", pido disculpas; en realidad, no tuve ese propósito. Le recomendaría que no se enojara mucho porque podría 
emular al Presidente del Directorio de su Partido. 


SEÑOR TROBO.- Me parece que lo que acaba de decir está absolutamente fuera de lugar. 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Creo que acá hay tres temas. 


En primer lugar, la información sobre la asistencia que estamos recibiendo para solucionar este problema y seguirlo en el futuro; en 
segundo término, las razones de las propuestas de retribuciones y, en tercer lugar, algunas preguntas sobre la declaración jurada. 


Las dos primeras las voy a contestar yo y, para la tercera, voy a solicitar autorización para que conteste el Director General de 
Rentas. 


En primer lugar, no estamos presentando esta hoja comparativa para justificar la medida, sino como un antecedente adicional. 
Tiene razón el señor Legislador Trobo en cuanto a que el panorama salarial del sector público es caótico -y no me extiendo más- 
solo que ahora estamos haciendo la reforma de la Dirección General Impositiva y sobre bases absolutamente fundamentales como 
son las que aprobó la Ley el 4 de noviembre de 2003; la propuesta es para eso. Por supuesto, en la medida de lo posible y en la 
medida en que el país vaya pudiendo, vamos a tener que ir introduciendo un poco más de racionalidad en este panorama caótico; 
será una tarea larga, compleja, complicada. La reforma de la DGl es urgente, entre otras cosas porque es una de las instituciones 
encargadas de proveer los recursos para toda la sociedad, es decir, de recaudar los recursos para luego pagar a maestros, 
policías, funcionarios de la salud, etcétera. Entonces, cuanto mayor eficiencia tenga y, al mismo tiempo, mejores sean los 
resultados, el país podrá cortar ese período complejo y largo de adecuación general de todas las retribuciones. 


No sé si el señor Legislador Trobo me escuchó cuando expliqué los fundamentos de las retribuciones; estoy casi seguro que no, 
porque había salido de Sala. La justificación no es este cuadro, sino que debemos tener puntos de referencia que incluyan no solo 
las características que estamos pidiendo a los funcionarios -tales como dedicación exclusiva, incompatibilidad de funciones- sino 
que tengan en cuenta el punto de vista de la comparación con quien trabaja en esas actividades en el sector privado, por la sencilla 
razón de que si no lo tomamos en cuenta, nos quedamos sin funcionarios. Ya hay buenos funcionarios que han manifestado su 
intención de abandonar la DGI, porque no están de acuerdo en ser exclusivos y no poder desempeñar actividades fuera del 
organismo. Entonces, siempre que consideremos un salario, debemos tener en cuenta las posibilidades de que el sector público 
sea atractivo para ese funcionario. La verdad es que, precisamente, en el campo de actividades de un funcionario de la DGI la 
competencia del sector privado es fortísima. Ese es un punto de referencia absolutamente inevitable. 


Hacía una muy buena exposición el doctor Juan Antonio Pérez Pérez, catedrático de Legislación y Técnica Tributaria de la Facultad 
de Ciencias Económicas, Grado 5, en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, el 24 de octubre de 2001, a 
propósito de la discusión de estos temas. Señalaba algo que no puedo menos que compartir en todos sus términos: "[...] creo que 
las retribuciones"; se refería a la Dirección General Impositiva; esta es una cuestión específica, que tiene que ver con la dotación de 
recursos de los técnicos de la Dirección General Impositiva "deberían estar en línea con las retribuciones del mercado. No tiene 
sentido, a mi juicio -lo digo con propiedad, porque estoy del otro lado- que un técnico que tiene que estar a nivel de quien asesora a 
un contribuyente tenga una retribución muy inferior a éste". 


Entonces, esto lo debemos tener en cuenta para que la Dirección funcione; y este sí es un fundamento muy especial de la 
propuesta que estamos haciendo. Naturalmente, en el sector privado, en términos generales, se sigue ganando más de lo que 


nosotros estamos proponiendo, pero nos hemos acercado; hemos intentado acercarnos, sin tampoco salirnos -y ahora viene el 
cuadro- del cuadro comparativo de algunos organismos que tienen importancia, si no igual, por lo menos similar a la de la Dirección 
General Impositiva. 


En segundo término, ponemos a disposición del Parlamento y de esta Comisión permanentemente -ya comenzaremos con un 
primer envío- el material de asistencia que estamos recibiendo de organismos internacionales, entre los que destaco tres. Uno de 
ellos es la Unión Europea y en particular la Agencia Española de Administración Tributaria -un ejemplo muy importante para 
nosotros por su funcionamiento, que es muy bueno- cuyos pasos estamos tratando de seguir humildemente, pero es un derrotero 
que queremos imitar; lo digo en todo el sentido de la palabra, naturalmente, adaptado a las peculiaridades del Uruguay. 


Otro organismo es el Banco Interamericano de Desarrollo, que nos asesora con permanencia y, por último, el Fondo Monetario 
Internacional, que acaba de enviar al país una misión muy importante que trabajó no sólo con la Dirección General Impositiva sino 
también con la Dirección Nacional de Aduanas y el Banco de Previsión Social, muy preocupada por el mejoramiento de cada 
agencia y también por la coordinación entre las tres. La verdad es que está dejando enseñanzas muy importantes. 


También vamos a suministrar a la Comisión y al Parlamento el material de estos organismos que, como son misiones con 
permanencia en el país, van a seguir generando material que, reitero, pondremos a disposición de los señores Legisladores. 


En cuanto a la declaración jurada, que es una inquietud válida, solicito autorización para que el Director General de Rentas dé las 
respuestas correspondientes. 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- En primer lugar, el fundamento conceptual. Si nosotros realmente queremos que la gente tenga 
incompatibilidad, que no esté de los dos lados del mostrador, hay que controlarla -veo que coincidimos; el señor Legislador asiente 
con su cabeza- y para eso tenemos que crear los mecanismos de control. Se crea una serie de mecanismos desde la auditoría 
interna, la declaración jurada de la actividad de los dos últimos años, la declaración jurada que establece la ley de la Junta en 
materia económica del Estado, y también un régimen de control de salidas del personal. A su vez, se está hablando con el sector 
privado, con cada una de las Cámaras, explicando las reglas de juego; si hasta ahora era un incentivo positivo tener a funcionarios 
de la DGl asesorando, ahora muy claramente decimos que eso no se admite más, y que las empresas en las que encontremos 
alguna implicancia serán miradas con el máximo rigor que establece la ley. También tendrá su responsabilidad el sector privado si 
llegara a contratar a un funcionario de la DGI. Si hoy por algún motivo podría llegar a ser positivo tener a un funcionario de la DGI 
como asesor, ahora decimos que eso se transforma en algo negativo. 


Por estos motivos, y ante la entrada en vigencia de esta nueva ley, nos parece bueno dialogar con todos los actores. Al respecto 
hablamos con las distintas Cámaras empresariales, con los Colegios de profesionales y, obviamente, con nuestros propios 
funcionarios. 


También nos parece bueno que la futura auditoría interna y el régimen de control tengan material para trabajar, y en ese sentido se 
establece un período de dos años para controlar. 


¿Por qué dos años? Muchas veces cuando uno fija un plazo puede resultar agradable o no para otra persona y, obviamente, uno 
determina un criterio para establecer el plazo. ¿Cuál fue el concepto que trabajamos nosotros? Muy sencillo. 


Acerca de los cambios en las reglas de juego comenzamos a hablar en 2003; recordará usted, señor Legislador, que esto se 
aprobó en el Parlamento entre setiembre y octubre de 2003, y que se promulgó el 4 de noviembre de 2003. Por lo tanto, nos 
pareció propicio establecer esa fecha porque desde ese momento este tema estaba discutiéndose democráticamente en el seno 
del Parlamento -la obligación del Poder Ejecutivo es reglamentarlo- y ya se sabían los cambios en las reglas de juego. 


¿Cuál es el espíritu de solicitar estas declaraciones juradas? Fundamentalmente -como dice el decreto- controlar hacia adelante 
que no haya implicancias, que no se juegue de los dos lados del mostrador. Ese es el espíritu que tiene, mirándolo de manera 
constructiva hacia adelante, y para que la futura auditoría interna, en caso de ser necesario, tenga material. 


Por otro lado, tenemos que ser muy honestos y decir que si una persona recibe retribuciones del sector privado por varios miles de 
dólares -hablo de varios miles de dólares muy por encima de las retribuciones que se mencionan acá- puede resultar raro que 
tenga tanta vocación de servicio como para quedarse por un sueldo que, de pronto, es la décima parte de lo que gana en el sector 
privado. Entonces, nos parece un material imprescindible y necesario. 


Con esto no nos aseguramos que no pueda existir un caso de corrupción -puede haberlo en cualquier organización pública o 
privada- pero reitero que es un material necesario, imprescindible para controlar las incompatibilidades. 


SEÑOR TROBO.- El artículo 94 de la Ley N” 13.640, de 26 de diciembre de 1967, establece la obligación de los funcionarios de la 
Dirección General Impositiva de presentar anualmente una declaración jurada; aquí tengo un formulario, y se supone que todos los 
años se le exige a los funcionarios. 


Yo pregunté por qué dos años y no dos años y un día, o un año y trescientos sesenta y cuatro días. 
SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS..- Fue contestado. 


SEÑOR TROBO.- Fue contestado porque hay que elegir una fecha, pero si la DGI cumplió con esto hoy está en condiciones de 
saber cuáles fueron las empresas con las que estaban vinculados los funcionarios durante el año pasado y el anterior. Si así fuera, 
conocería esa realidad sin necesidad de solicitar una declaración jurada con los antecedentes de los últimos dos años. 


Reitero que si se va a posibilitar acceder a un nuevo régimen de sueldos, quedarse en el actual o ser redistribuido a otra 
organización del Estado y si la razón para fijar un límite es que alguna fecha hay que poner, sería mucho más razonable que la DGI 
dijera que a partir de hoy no se puede tener ninguna vinculación y con respecto a lo que está para atrás se cumplió con esto. Si 
existía una declaración ¿a qué efectos era? Esa es mi pregunta. 


Lo que no me queda claro, aun con la respuesta del Director General de Rentas, es por qué razón la medida establece dos años si 
regularmente se ha cumplido con la norma que establece el artículo 94 de la Ley N* 13.640. 


SEÑOR RUBIO.- Se ha discutido mucho sobre el artículo 19. Quisiera saber si, desde el punto de vista jurídico, no podría ser 
impugnado, en lo que tiene que ver con la retroactividad de los decretos. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Lamento la interrupción; le decía al señor Legislador Trobo que hubo una 
respuesta. El señor Legislador Trobo podrá compartir o no, pero hubo una respuesta. De todas formas, vamos a abundar más 
sobre los dos años y los aditamentos a los que hizo mención en su intervención. 


Además, hay una inquietud de parte del señor Legislador Rubio que, si no entendí mal, tiene que ver con el proceso de los 
recursos. 


Por lo tanto, solicito autorización a la señora Presidenta para que el Director Zaidensztat vuelva sobre el tema planteado por el 
señor Legislador Trobo y para que el doctor Miguel Basil pueda referirse a los recursos. 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Vamos a tratar de complementar lo que entendimos que era una respuesta, pero con mucho gusto para el 
estimado señor Legislador Jaime Mario Trobo vamos a profundizar en la respuesta. 


El señor Legislador sabe perfectamente que esa ley de 1967, en primer lugar, creó un sistema de incompatibilidades y que la 
sociedad uruguaya soportó que no se cumpliera. También sabe el señor Legislador que esa declaración jurada que tiene en su 
poder es exclusivamente para los funcionarios que ingresaron antes de 1967, por lo que son personas que tienen prácticamente 
cuarenta años como funcionarios públicos en la DGI, y que más del 90% -pisando el 100%- de los funcionarios que ingresaron, por 
ley, deberían tener incompatibilidad. Sabe que esa declaración jurada siempre se llenó, y no sólo ahora; se hizo en el 2000, en 
1995, en 1990; toda la vida se llenó, con mucha hipocresía. Y por algo estamos... 


SEÑOR TROBO.- La verdad es que no lo sé. Eso lo dice usted porque yo no lo sé. 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Y por algo el señor Legislador votó la ley en 2003, porque ya existía el régimen de incompatibilidades, que 
no es nuevo para los funcionarios de la DGl, porque siempre existió el TOCAF, siempre hubo normas elementales respecto a que 
no se puede trabajar con quien controla, normas elementales de la Administración Pública uruguaya, y de cualquier administración. 
Lo que aquí estamos haciendo es transparentar y realizar un sistema en serio. 


Por otra parte, nosotros elegimos un período de dos años. Dado que este tema estaba en conocimiento del Parlamento y había 
sido tratado en ambas Cámaras, nos pareció que no había que hacerse más trampas al solitario para el caso de aquellos 
funcionarios que ingresaron antes de 1967 -estamos hablando de un puñado de personas- y que, reitero, la gran mayoría tendrían 
la incompatibilidad total. 


Ese fue el criterio que se adoptó; tal vez el señor Legislador lo comparta o no, pero es el criterio que tomó la administración. 


Reitero que el plazo de dos años fue un criterio que adoptamos nosotros desde el momento en que este tema estuvo en el 
Parlamento, es decir, en 2003. Por lo tanto, vamos dos años hacia atrás. 


SEÑOR TROBO.- ¿Por qué no puso un año y medio o dos años a partir de la promulgación de la ley para fundar esta reforma? 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Fue el criterio que tomó la Administración, pero con mucho gusto escucharemos comentarios, 
sugerencias y en qué cambiaría tomar mayores o menores plazos. 


Tratamos de que el período de declaración jurada coincidiera con el proyecto que se debatió y aprobó en el Parlamento. Esto entra 
a regir a partir del séptimo mes del año 2005 y la gente tiene plazo para optar hasta el 12 de agosto de este año. Las obligaciones - 
como bien me acota el licenciado Serra- empiezan a regir a los treinta días, por tanto, estaríamos en setiembre de 2005. Estos dos 
años -haciendo un estudio estimativo de plazos- los hicimos coincidir con la promulgación de la ley, en setiembre de 2003. Ese fue 
el criterio que se tomó. 


SEÑOR BASIL.- Respecto a la inquietud planteada por el señor Legislador, la norma en cuestión establece en el apartado segundo 
un régimen temporal y material respecto a su aplicación. Concretamente, señala que la información contenida en las referidas 
declaraciones juradas que serán recepcionadas y custodiadas por la Auditoría Interna, será utilizada exclusivamente para el 
contralor del efectivo cumplimiento de las disposiciones contenidas en el Capítulo II! del Decreto. Esto está referido en lo esencial al 
tema de la exclusividad y al de las incompatibilidades y, desde el punto de vista temporal, hacia el futuro. En virtud de lo cual, si 
bien la norma establece la obligación de esta declaración jurada, la aplicación de la misma de ninguna manera colide con principios 
básicos de nuestro ordenamiento jurídico, porque no tiene aplicación hacia atrás, la aplicación es hacia el futuro. En ese aspecto no 
hay -creo yo- ningún tipo de objeción desde el punto de vista constitucional o legal. 


SEÑOR DA ROSA.- No quiero abundar en temas que no hacen al fondo de la cuestión, pero deseo dejar constancia en Sala que 
con mucho respeto, pero también con mucha firmeza, rechazo las apreciaciones formuladas por el señor Legislador Rubio con 
referencia al Presidente del Directorio del Partido Nacional. Me parece que son cosas que no corresponden al tema que estamos 
analizando y que no van con el estilo y la responsabilidad con que un Legislador del partido de Gobierno debe enfrentarlo. 


Quería apuntar a dos preguntas respecto a la implementación del Decreto. Una de ellas lateralmente está referida al artículo 19 y a 
la declaración jurada que deberán prestar los funcionarios, por cuanto el artículo, tal como está redactado, exige una declaración 
jurada respecto a vinculaciones que la persona haya tenido con entidades sujetas al contralor de la Impositiva, sean de carácter 
profesional, laboral, comercial, familiar o de cualquier otra naturaleza, que afectaran o menoscabaran la independencia de ese 
funcionario. No se hace ninguna referencia en cuanto a las situaciones futuras. Se supone -pido que se me aclare- que en ese caso 
se sigue aplicando la ley anterior que requiere la declaración jurada anual; de lo contrario, estaríamos ante un vacío en esta 
disposición, porque solamente se estaría hablando de requerir esa declaración jurada respecto de los dos años anteriores, pero 
nada se estaría expresando con referencia a lo que ocurrirá en el futuro. Me refiero a eventuales vinculaciones que puedan surgir 
en la dinámica de la vida cotidiana, sea de carácter familiar, profesional, etcétera. 


La segunda pregunta que quiero realizar refiere a la implementación de este Decreto. En ese sentido, el artículo 5” establece -esta 
es una pregunta de tono diferente- que la Dirección General Impositiva deberá elevar a consideración del Ministerio de Economía y 
Finanzas, en un plazo de noventa días, la nueva estructura de la Dirección General Impositiva, incorporando las creaciones, 
supresiones y modificaciones hechas por este Decreto. Una vez que eso esté implementado, ¿será objeto de un nuevo decreto por 
parte del Ministerio de Economía y Finanzas o será incluido en un eventual proyecto de ley que se elevará al Parlamento? 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Me parece atinente la pregunta respecto a cómo vamos a controlar hacia delante; pensé que había sido 
explícito, pero voy a reiterarlo. 


Hay distintos mecanismos para controlar. Aquí el principio general consiste en que la gente no puede asesorar de manera directa, 
indirecta o de cualquier otra manera, a los contribuyentes. Ese es el principio general. 


Estamos generando distintas maneras de controlar, desde la Auditoría Interna hasta la declaración, para que el funcionario que 
opte por quedarse en la Dirección General Impositiva cumpla con el artículo 19, es decir que declare para atrás dos años. Aquel 
que no lo quiera hacer, tiene la opción de ser redistribuido y no tener la incompatibilidad, o de ser redistribuido y ser priorizado en la 
Administración Central, en el propio Ministerio de Economía y Finanzas. 


Asimismo, tenemos mecanismos ya creados por las normas de conducta de la función pública, lo establecido en el artículo 29; me 
refiero a la declaración jurada de implicancias y, fundamentalmente, a la oposición de intereses. Por eso estamos hablando de esto 
con el sector privado y con los propios profesionales. Estamos creando un Código de Ética y la obligación del funcionario de 
hacerlo, y un nuevo reglamento interno de funcionamiento. 


Tratamos de que no se nos escape nada; sabemos que es difícil, que no es una tarea sencilla. Era inconcebible que organizaciones 
como esta no tuvieran auditoría interna, pero no era casualidad que no la tuvieran, no era casualidad que la gente marcara en un 
libro, se escapara y se fuera. Por eso, a partir de ahora, cambiamos el régimen con control de personal, con tarjetas, con 
muestreos que se hacen a través de las salidas y, fundamentalmente, con un régimen de declaración jurada y de auditoría. Ese es 
el concepto para controlar incompatibilidades. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- La implementación detallada del proyecto se hará como corresponde: con 
resoluciones del Poder Ejecutivo. No proyectamos nuevos decretos ni proyectos de ley, pero en la etapa de la resolución 
tomaremos y pondremos en práctica aspectos específicos, siempre a la luz de la ley madre y del decreto que estamos analizando. 


SEÑOR GANDINI.- Quedó sin resolver -o fue resuelto por la vía de la voluntad implícita de la mayoría de la Comisión- cuál es el 
cometido de esta discusión y el resultado que podría tener una sesión de la Asamblea General. De hecho, pasamos a la discusión 
particular sin saber bien cuál va a ser el resultado posterior porque, por lo menos, hay dos opiniones en la Comisión. Quiero 
proponer que cuando terminemos la sesión en la que estamos recibiendo a la delegación del Poder Ejecutivo, nos quedemos para 
afinar este asunto, porque me gustaría que, de cualquier manera, se reuniera la Asamblea General. 


Con respecto a los temas concretos que se están manejando ahora -pido disculpas si no entendí todo lo que se explicó con 
relación a la declaración jurada- quiero saber lo siguiente. Si todos los años se firma una declaración jurada de actividad en el 
sector privado por parte de los funcionarios y ahora se les pide una declaración jurada que va dos años para atrás, ¿no podrá darse 
la circunstancia de que aquellos funcionarios que ya presentaron -supongo- la de los años 2004 y 2005, tengan que mentir en algún 
caso? Digo esto porque supongo que lo que se busca con esto es blanquear, es decir: "Hasta aquí, esto fue un trámite de orden y 
nunca se controló mucho, pero desde ahora en adelante, la cosa viene en serio y vamos a controlar más". De esa manera, se los 
va a someter a una circunstancia compleja, porque a lo mejor pueden pensar: "Ahora viene en serio y voy a declarar en esta, que 
son dos años para atrás, qué es lo que hice, cuánto gané, dónde estuve, etcétera". Pero si lo hago, voy a estar confesando que en 
otra declaración jurada mentí y eso conlleva responsabilidades de diversa naturaleza. También puede pasar que, para no caer en 
una responsabilidad de esa naturaleza, sea coherente con la mentira anterior. 


Entonces, voy a decir que no estaba en ningún lado, aunque lo estuviera, porque si lo digo a lo mejor tengo consecuencias. Dejo 
planteada esta pregunta para que se responda en su momento. 


En cuanto a la hoja de comparación salarial que se nos entrega, quería preguntar si este proyectado de la DGI contiene el 15% 
previsto para este estímulo o premio al rendimiento de carácter grupal. Quisiera saber si está incluido ese 15% cuando se habla del 
cargo de Director General y de $82.303. Y ya que estoy tomando este ejemplo, me gustaría saber si también cobra el premio al 
desempeño. 


Por otra parte, quisiera preguntar si a esto se debe agregar otro premio que rige con carácter general para la Administración 
Central. Me refiero al premio a la excelencia, ¿se superpone o no? Este premio tiene distinta graduación en cuanto a su monto y, en 
buena medida, depende de la calificación que el jerarca haga. 


A su vez, me gustaría conocer cuánto cuesta esta reforma de la DGI. En el Decreto hay una o dos partidas presupuestales que me 
da la impresión de que están destinadas a cubrir este año -no sé si tiene tres, cuatro o cinco meses para la reforma- no sé si en los 
hechos va a empezar a regir a partir de octubre. Entonces, ¿qué está cubriendo esa partida? 


Como no tengo esta situación clara no poseo los elementos como para hacer un cálculo estimativo. De manera que me gustaría 
que se hiciera una referencia sobre cuánto se estima que va a costar esta reforma, que tiene un contenido casi exclusivamente 
salarial. 


También quisiera saber si de la lectura de algunos artículos es correcto presumir que queda la puerta abierta al ingreso de nuevos 
funcionarios, ya sea de otros organismos del Estado por la vía prevista de la redistribución, como por la de llamados externos a 
personas que hoy no revisten la calidad de funcionarios públicos. 


Creo que debe despejarse cualquier duda respecto al apoyo que le damos a este tipo de reformas. Está claro que hay que reformar 
la DGI, que así no camina. Y está claro que buena parte de esa reforma depende de que le proporcionemos a sus jerarcas las 
herramientas para que puedan hacerla; si con ellas lo logran o no, es materia de los hombres. A veces, la realidad es mucho más 


resistente que la voluntad y, aun con las herramientas, a menudo no hay voluntad, no es suficiente o los caminos que se recorren 
no son los adecuados. 


No obstante, reitero que lo primero que hay que hacer es darles las herramientas y se supone que se las entregamos para que 
operen en función de una reforma tributaria que todavía no conocemos y que deberemos aprobar nosotros. Veremos si esta 
reforma se adapta porque, a lo mejor, la eliminación de una cantidad de impuestos que hoy cobra Impositiva hace que sobren por 
algún lugar; además, se prevé la creación de otros, como el Impuesto a la Renta, que todos sabemos que tiene enorme 
complejidad, o la tuvo en el pasado; a lo mejor ahora es mucho más sencillo, al disponer de nuevas tecnologías. Sin duda, este es 
un nuevo y gran desafío que va a implicar recursos humanos calificados y destinados a eso así que, a lo mejor, esta reforma tiene 
excedentes o insuficiencias a la luz de la reforma tributaria. Pero todos tenemos claro que hay que hacer esa reforma y que eso va 
de la mano con una reforma del organismo. En buena medida hay que blanquear a este organismo. 


También todos tenemos claro que la corrupción se da en aquellos organismos en los que hay funcionarios que recaudan y en los 
que esos funcionarios pueden mirar para el costado, desde un inspector de tránsito, pasando por un inspector de Aduanas, del 
BPS, de la DGI o de dónde sea. Donde no hay nada para repartir, la honestidad no se pone a prueba; se pone a prueba acá. Esto 
nos queda claro y lo apoyamos, así como los tres pilares en los que reposa, de los cuales el fundamental es la incompatibilidad. La 
contracara es la remuneración especial y la dedicación exclusiva es casi la consecuencia de la incompatibilidad. La dedicación 
exclusiva le agrega el horario, pero si no puede hacer otra cosa exclusivamente se va a dedicar a eso. O sea que lo central es la 
incompatibilidad. 


En algún caso, el Director General de Rentas más de una vez mencionó un Código de Ética y dijo que fue entregado -no sé si para 
consulta o para su conocimiento- a instituciones diversas. Si fuera posible me gustaría tener ese material en algún momento para 
que, por lo menos los miembros de la Comisión, podamos acceder a él. 


Dentro del concepto de incompatibilidad también se hizo mención a la expresión: "impedir que se esté de los dos lados del 
mostrador". Creo que esto es lo central del concepto de incompatibilidad. Ahora bien, este concepto ya está implícito en la 
Constitución y en la ley con carácter general. Se supone que un funcionario público ya sabe que desde el momento de serlo no 
puede hacer determinadas cosas; eso está establecido en el Estatuto del Funcionario Público. También se supone que hay un 
código de ética vigente que impide que un funcionario público, que trabaja en una empresa privada que le provee al Estado no sea, 
a su vez, el que le compra por parte del Estado. Esas cosas están claras. Sin embargo, se va a pagar de manera especial por 
cumplir con esos requisitos. 


Me gustaría que se profundizara un poco más en lo que inspira este concepto para tener claro cómo evaluar después. Tengo que 
ser honesto, hay empresarios representativos de sectores empresariales quienes me han dicho: "Nos da un poco de temor que 
estemos creando otro Banco Central, con grandes sueldos y ya sabemos qué pasó con sus funciones. Puede pasar que al principio 
ande todo bien y que luego otra vez todo el mundo trabaje en otro lado, le estemos pagando fortunas por desempeñarse en ambas 
funciones y, encima, cotice mejor afuera. Si es más riesgoso trabajar en los dos lados, se paga más en el otro lado también; 
entonces, estaríamos generando lo mismo pero con una elite todavía mucho mejor paga". 


Todos sabemos que ser inspector de la DGl durante mucho tiempo genera una especialidad que no tiene ningún otro contador -por 
mejor preparado y por más calificado que haya salido de la Universidad de la República o de cualquier otra- porque posee el 
conocimiento de la realidad y la experiencia acerca de dónde están las grietas del sistema que, sin duda, existen. Eso se conoce 
ahí adentro. Del mismo modo, un inspector de Aduanas sabe cuál es el portón que no tiene candado y a qué hora el guardia de 
Prefectura fue a descansar. El funcionario de la DGI sabe todo eso, y ello se puede pagar, porque las actividades que mayor renta 
dan en este país son las que no pagan impuestos; es más, todos sabemos que si algunas pagan impuestos, no existen. El Estado 
es un gran socio en algunas actividades y la rentabilidad de algunas empresas radica en evadir. Entonces, se paga bien la 
información de aquel que la posee para encontrar la grieta. Todos lo sabemos. Y todos sabemos que ese contador no es, 
precisamente, el que trabaja en la empresa algunas horitas, de contrabando, y tiene un estudio que lleva la contabilidad de 
farmacias, almacenes y garages. Sabemos que es el que asesora, pero no tiene por qué ir a la empresa y tal vez trabaje a través 
del teléfono, aconsejando que se use tal plazo, que se busque determinada cuestión, que se explore tal mecanismo y se pida al 
contador que liquide de tal manera. A veces, ese asesoramiento en empresas importantes significa grandes volúmenes de 
impuestos. Ahí está el quid de este asunto. 


Hay gente que se pregunta qué va a ocurrir luego de que pase el miedo, después de que Zaidensztat no salga más en la televisión 
diciendo que hay que tener cuidado porque al que agarre contratando a un inspector de la DGl deberá pagar doble. Se preguntan 
qué va a ocurrir luego de que pasen esos momentos, como sucedió con el Impuesto al Patrimonio. Al principio, se armó un lío 
bárbaro y se hicieron muchas consultas, pero después pagaron menos de lo que se pensaba. Al principio hay un efecto psicológico 
pero después este se reduce. 


Queremos saber cómo se ha construido ese concepto de incompatibilidad desde lo ético y desde lo conceptual para poder 
evaluarlo a la luz de los hechos dentro de algún tiempo y saber si hemos dado en el blanco o debemos corregir la mira. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vuelvo a recordar que el señor Ministro tiene otra actividad a la hora 15, por lo que es bueno que la 
Comisión tenga en cuenta que tenemos tiempos acotados. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Quiero señalar que el Ministerio no comparte en absoluto la visión que 
acabamos de escuchar. Si nosotros tuviéramos temor de que esto fracasara, la última consecuencia de un razonamiento así 
seguiría siendo no hacer la reforma de la DGI y continuar haciendo la vista gorda, como se hizo en este país durante décadas. 
Hemos resuelto detener este proceso y cambiarlo sustancialmente, y no tenemos temor de fracasar. Estamos seguros de que esta 
reforma es posible y la queremos hacer. 


No me pronuncio sobre otra institución aludida en la exposición que acabamos de oír, que es el Banco Central del Uruguay, entre 
otras cosas, porque no me corresponde hacerlo y porque no es el tema de esta sesión. Tampoco comparto lo dicho acerca del 
Banco Central, pero esta es sólo una constancia. 


Nosotros vamos a llevar adelante esta reforma, y aclaro -no me canso de repetirlo- que el 4 de noviembre de 2003, Legisladores de 
todos los partidos compartieron la necesidad de hacerla. El decreto que motiva esta sesión no es otra cosa que la reglamentación 
de esa ley. Entonces, estamos convencidos de que este es el camino que necesita el país y por eso lo seguimos con convicción y 
confianza. 


Quiero decir que vamos a ser implacables, no sólo en el control de la situación, sino en las sanciones correspondientes que, 
cuando correspondan, llegarán a la máxima, que es la propuesta de destitución del funcionario, proceso en el que este Parlamento 
también tendrá participación. 


Hecha esta introducción acerca de los principios que nos guían y de los que estamos convencidos, queremos decir que no le 
tememos al fracaso y que confiamos en que esto sirva al Uruguay. Por esa confianza es que queremos hacerlo. 


SEÑOR SERRA.- En cuanto a por qué no se utiliza la información de las declaraciones juradas de los dos últimos años, quiero 
decir que estas no fueron solicitadas. Desde que el tema fue discutido en el Parlamento y hasta que este asumió que había algún 
problema que enfrentar a través de una nueva ley, se dejó de exigir esas declaraciones. Eso creo que contesta claramente ese 
punto. 


En lo que tiene que ver con la prima grupal, la cobran todos los funcionarios de la DGI, incluido el Director General, dependiendo 
siempre del rendimiento. En el caso del Director General, habrá que establecer metas particulares en el marco de un compromiso 
general de gestión. 


Con respecto a lo que se agrega a los sueldos que están detallados en la nueva retribución fija mensual, puedo decir que no se 
incorpora prácticamente nada, sólo aquellas partidas que son de carácter individual y que están reglamentadas por otras leyes que 
no podemos modificar en este marco. Eso es: antigiedad -creo que son $47 por año, a partir del segundo- prima por hogar 
constituido, por maternidad y asignaciones familiares. Estas son las partidas que se van a adicionar a la nueva retribución fija 
mensual. 


En cuanto a los premios por excelencia, quiero decir que están reglamentados por ley y no es posible eliminarlos por la vía 
reglamentaria. Probablemente, esto genere una cierta inconsistencia en los incentivos, pero es un tema que deberá ser evaluado. 


Frente a la pregunta del costo, puedo decir que los créditos que están en el decreto son suficientes para financiar el nuevo régimen 
laboral, asumiendo la hipótesis de que todos los funcionarios que hoy trabajan en la DGl seguirán prestando servicios en la 
institución desde agosto -que es cuando entraría a regir la nueva retribución- hasta diciembre. Posiblemente, esta hipótesis no se 
concrete porque puede haber retiros importantes en algunas áreas, en especial, en la de los profesionales y personal de alta 
calificación. Son cinco meses los que están incluidos en los créditos. 


En cuanto a los contratos, en el propio decreto está claramente determinado su alcance. Se faculta la contratación de personal por 
esta vía para reponer al que haya cesado como consecuencia de este nuevo régimen laboral. Como no sabemos cuál va a ser la 
respuesta, no se pusieron topes. Se estableció el criterio y están especificadas cuáles son las condiciones en que se puede hacer. 


Con respecto a si la dotación de recursos humanos de la DGI es la ideal para el cabal cumplimiento de sus cometidos, es cierto lo 
que afirma el Legislador: hoy no lo sabemos porque están previstos cambios sustanciales en el sistema tributario. Sí está la 
obligación en el decreto de que en los próximos veinticuatro meses la DGl deberá elevar propuestas de reestructura. Dichas 
propuestas sí tendrán que recoger lo que han sido los cambios en los procesos de trabajo y en los sistemas de información que hoy 
informaba el contador Zaidensztat y que se están financiando vía el proyecto de la Unión Europea, y además los nuevos 
requerimientos que tenga la aplicación de un nuevo sistema tributario. Posiblemente, estos cambios organizativos y los del sistema 
normativo que hay que administrar generen requerimientos distintos de personal. Hay obligación de la DGI, en un plazo máximo de 
veinticuatro meses, de presentar las adecuaciones que correspondan. 


SEÑOR ZAIDENSZTAT.- Cuando hacíamos la explicación del nuevo sistema y del proceso de modernización que estamos llevando 
adelante en la oficina, decíamos que queremos tener criterios claros, objetivos, transparentes, y procedimientos estandarizados, 
automatizados, sencillos y conocidos, además de contar con el "software" que ayude a agilizar el control. Hoy todo eso no existe, y 
uno a veces se pregunta por qué no existió durante tantos años y tantas décadas. Entonces, lo que estamos haciendo es cambiar 
los procedimientos, los sistemas, poniendo el "software" necesario para mejorarlo. Esto no nos asegura nada, pero nos va a 
ayudar. Por ejemplo, yo quiero comentar en la Comisión que a tal punto llegó el problema de que los funcionarios de la DGI 
trabajaran en el sector privado que hubo alguien que, siendo funcionario profesional de la Dirección, presentó recursos contra un 
decreto del Poder Ejecutivo como profesional del sector privado; era tan grande el desparpajo que hasta se presentaban recursos 
contra el patrón. Ese funcionario a través de un mecanismo -a mi criterio demasiado lento- ya fue destituido. Ese era el desparpajo 
que existía en la organización y estas son las cosas que no podemos admitir. 


Con respecto a mis salidas en la prensa, quiero manifestar al señor Senador Gandini que los hombres pasan y las instituciones 
quedan; las reformas son estructurales, por lo que van más allá de las personas. 


También quiero expresar que la campaña para el cobro del Impuesto al Patrimonio implicó al país un 60% más de recaudación. 
Estamos hablando de contribuyentes que tienen un muy buen nivel patrimonial. De 5.727 personas que pagaban el impuesto, hoy 
tenemos 9.069. Se liquidaron 3.342 contribuyentes más que el año anterior, lo que constituye un 60% más de recaudación. En lo 
que va del año 2005 se recaudaron U$S 4:000.000. En setiembre de 2005 por los anticipos a cuenta del Impuesto al Patrimonio 
2005 se recaudarán U$S 10:000.000. Por lo tanto, este año se recaudarán U$S 14:000.000, lo que implica un crecimiento del 
55,5%. Tal vez ese dinero sirva para atender asuntos muy loables -como fuera expresado por algún compañero de bancada del 
señor Senador- o para cubrir las necesidades del Estado. Lo fundamental es ir a buscar esos bolsones de evasión, esos bolsones 
de personas que tienen un patrimonio importante y que estaban mirando para el costado. 


El código de ética lo estamos poniendo a disposición de todas las cámaras empresariales. Se lo entregamos a ADM, a la Liga de 
Defensa Comercial, a la Cámara de Comercio, a la Cámara de Industrias, a la Asociación Rural, al Colegio de Contadores, al 
Colegio de Abogados, a la Asociación de Escribanos, a los funcionarios, al sindicato y a la Federación Rural. Tenemos previstas 
reuniones con la Asociación Rural y con la gente del interior del país, de CEDU. Obviamente, también está a disposición del 


Parlamento. Se trata de un modelo de código de ética aprobado por el país en el último congreso de abril de este año, y nos parece 
una condición absolutamente necesaria. Todos los aportes enriquecedores que sean brindados para ser tomados en el modelo de 
código de conducta de la organización y de sus funcionarios serán bienvenidos. 


Quedó sin contestar lo relativo al costo de esta reestructura. Como bien se dijo hoy, la ley de 2003 estableció para la mejora de 
gestión hasta un 25% de la mejora real de recaudación. Sin embargo, no tomamos el 25% sino el 11% lo que, anualizado -no 
podemos hablar solamente de lo que queda de este año sino del costo anual- implica una cifra de $ 590:500.000. De esta cifra no 
hay que tomar sólo su valor relativo, sino que es necesario referenciarla. ¿Cuánto le cuesta recaudar a la sociedad uruguaya a 
través de la DGI? El próximo año, con la nueva estructura, se estima que será de 1,29%. Quiere decir que cada $100 que se 
recauden, el costo de todos los rubros de la DGI -recursos humanos, materiales, capacitación, etcétera- será de $1,29. 


Para saber si esto es eficiente, debemos referenciarlo. ¿Contra qué lo vamos a referenciar? Contra un estudio realizado por la OSD 
en el año 2002. Se trata de un estudio comparativo acerca de cuánto le cuesta a los países recaudar. Según este estudio, a Francia 
le cuesta 1,44%, a Japón 1,62%, a Portugal 1,68%, a los Países Bajos 2,33%, y en la región, a Venezuela 4%, a Argentina 2,22%, 
a Nicaragua 2,13% y a Chile 1,51%. Reitero que con esta proyección que estamos haciendo, el costo para Uruguay sería de 
1,29%. Estamos apostando a mejorar la eficiencia y para este 1,29% no tomamos el denominador. Aplicamos un criterio 
conservador porque partimos de manera prudente pensando que no aumentamos la recaudación. ¿Qué pasaría? ¿Cuánto 
recaudaría la sociedad uruguaya? Le costaría menos que a otros países desarrollados y que a otros de la región. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo que la delegación que nos visita debe retirarse. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Pido disculpas, pero tenemos otros compromisos en el Ministerio. Ya 
deberíamos estar partiendo, no sin antes escuchar a los señores Legisladores que se hayan anotado para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR BARAIBAR.- Atento a la recomendación de la señora Presidenta y del señor Ministro, voy a ser breve. 


Quiero aportar un elemento que hace a la historia fidedigna del proceso de la discusión de este tema. Creo que de los presentes fui 
el único testigo, actor, de la discusión que en la Legislatura pasada tuvimos en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes sobre la reforma de la DGI. Fue un proceso importante, ya que estuvimos aproximadamente un año y medio 
discutiéndolo, en un buen ambiente, en un buen clima, con algún matiz -el mismo que percibo en esta reunión- y con la voluntad de 
todos y la preocupación por los aspectos concretos de la iniciativa. Todos teníamos la percepción de que a la DGI había que 
modificarla, reformarla para borrar y olvidar muchas de las aberraciones que se ventilaron en este Parlamento y en la prensa sobre 
la gestión que allí se desarrollaba en períodos anteriores. 


Quiero ser muy claro para que no existan confusiones en el sentido de que esto fue anterior a la función que desempeñó el 
contador Brasca, quien intentó avanzar en esta misma dirección. 


En oportunidad de aquella discusión, tuvimos los mejores asesoramientos de profesores universitarios, de organismos 
internacionales, de instituciones de distinto tipo y de todos los sectores; muchas veces recibimos a los funcionarios y a los 
profesionales, a los interesados. No quedó nadie sin ser recibido y en la versión taquigráfica -el contador Zaidensztat me indica que 
él la ha manejado- figuran las excelentes exposiciones y aportes. Sin embargo, llegamos a una situación de absoluto bloqueo pero 
no por alineamientos de tipo partidario o político. Se trabajó en un muy buen ambiente y recuerdo al señor Diputado Amorín Batlle - 
creo que en ese momento era el Presidente de la Comisión- quien puso mucho empeño y muchas ganas al trabajo en la Comisión. 
También recuerdo a la señora Diputada Charlone y a algunos más. El bloqueo fue más por intereses que se cruzaban. Por un lado 
había visiones de orden técnico, muy respetables, de personas que estaban en el exterior y que vinieron a informar especialmente, 
como el contador Barreix, asesor del BID, y el contador Sayagués, especialista en reforma del Estado. A pesar de estos aportes, 
había un bloqueo absoluto en las soluciones. En ese bloqueo de orden técnico que estaba operando se metían en los intersticios 
los intereses creados de uno y otro lado del mostrador. Reitero que los intereses creados en uno y otro lado se metían en la 
situación que se estaba procesando. 


Estoy casi seguro de que el Partido Nacional -creo que el señor Legislador Penadés- intentando un último esfuerzo para hacer un 
denominador común de todo lo que se había hablado, presentó otro proyecto de ley, que tampoco tuvo demasiada oposición de los 
distintos sectores. Debo decir que en este tema no hubo alineamientos partidarios en la discusión que se dio hace un año y medio y 
en la que se trabajó activamente. Sí hubo visiones distintas de cuál debería ser la solución técnica, pero también existía la 
sensación de que por todos lados se colaban los intereses creados que había en torno a esta materia, tanto de un lado como del 
otro del mostrador, para utilizar la terminología que aquí se ha empleado. 


Entonces, se presenta este proyecto, pero la voluntad política de querer cambiar esa situación había quedado tan exhausta que 
nunca se pudo considerar, porque existía una sensación como de hastío, como que con todo lo que se había escuchado antes se 
había hecho una lápida, impidiendo la posibilidad de modificar el régimen. Ahí se agotó el proyecto. 


En esas circunstancias -estoy convencido; no tengo el nexo directo- sale este proyecto, porque la voluntad real de cambiar la DGI 
estaba claramente planteada. La aprobación de la Ley N” 17.706, de noviembre de 2003, que prácticamente coincide con el 
período en que finalizó esta discusión en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, introduce el aspecto central, que es 
la dedicación exclusiva, la remuneración extraordinaria y la incompatibilidad funcional. Todos los esfuerzos se centraban en, por un 
lado, generar incompatibilidades y, por otro, que las incompatibilidades no fueran tan incompatibles para que por algún lado se 
pudiera seguir haciendo más o menos lo de antes, dando la sensación de que se estaba cambiando la situación. Esta era una 
situación kafkiana, y no había nadie especialmente responsable de eso, sino todo un clima. 


Además, debo decir -quiero ser bien claro porque si estamos ante una discusión sobre política de Estado es esta de la reforma de 
la DGI- que no había lineamientos por partidos. Asimismo, si bien hubo objeciones interesadas de uno y del otro lado del mostrador, 
se plantearon desde todos los partidos. Entonces, en ese momento se presenta el proyecto de ley que establece claramente el 
procedimiento conforme a la ley de 2003. Si queremos meternos nuevamente en un proceso de discusión, no sale nada. Este 
reglamento, con todas las atribuciones que se otorgan a la Asamblea General al decir "Se comunica", contiene la voluntad real en 
un nuevo cuadro político, que no es ajeno a esta situación. A esto le hace el empeño técnico y funcional, además del respaldo 


político, para traspasar esa situación de bloqueo que habíamos observado durante ese año y medio en que estuvo en 
consideración. 


Entonces, se presenta este proyecto de ley, que luego de escuchar estas exhaustivas explicaciones lo comparto plenamente, 
irrumpe en esta situación y llega a algo esencial. Quiero subrayar en el artículo 11 una frase: "Consagración integral". ¿Qué quiere 
decir esto? Significa algo que traspasa la cuestión aséptica y fría del Derecho, para establecer casi una mística, en el sentido de 
que acá existe una voluntad real de alguien que está empeñado en hacer -con el respaldo político suficiente- que en este país se 
modifiquen las condiciones del funcionamiento de la Dirección General Impositiva o seguiremos en las eternas frustraciones, que 
no son tan lejanas, porque aquí está presente el Director anterior, quien nos comentó las cosas terribles que ocurrieron durante su 
Administración. 


Más allá de las salvedades existentes, hay una gran confianza. Me parece muy bien que la oposición controle, pregunte y fiscalice; 
en ese sentido, creo que las intervenciones han sido profundas y constructivas. 


De esta reunión debemos salir convencidos de que existe un gran empeño para empezar a cambiar en todo lo relacionado con la 
recaudación. 


Por último, quiero destacar que el Director, contador Zaidensztat, es un hombre que pertenece al Partido Colorado y que actuó en 
la Administración anterior. ¿Qué mayor garantía se puede pedir para actuar en una situación difícil en su implementación y, al 
mismo tiempo, importante en sus objetivos, que alguien que se incorpora, fundamentalmente como aporte técnico, a esta nueva 
conducción del Gobierno y que tiene todas las garantías de las afinidades, que son legítimas, en el plano político con la 
Administración pasada y con el Partido Colorado? Quizás este elemento no esté tan ligado a los aspectos fríos de la letra, pero 
está en la vida política, y esto tenemos que destacarlo. 


Desde luego, se generan aumentos muy importantes, pero con un solo objetivo: juntar los recursos para que la DGI apunte, con 
este último aumento del porcentaje del gasto, a financiar los retrasos salariales que existen en otros sectores de la Administración 
Pública donde, por supuesto, se debe propender a una nivelación. Esta es la punta de la madeja de la solución y creo que está, 
precisamente, en la DGI, en esta reforma que está impulsando el Poder Ejecutivo, en acuerdo con una ley que fue votada por 
unanimidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está anotado el señor Legislador Trobo, a quien solicito que sea breve. 


SEÑOR TROBO.- No quiero molestar la agenda del señor Ministro. La sesión ha sido muy larga y contar con su presencia durante 
tantas horas realmente puede hasta complicar su jornada. Pero no puedo dejar pasar la oportunidad de contar con su presencia y 
con la del señor Subsecretario para dejar una constancia en la versión taquigráfica, respecto de este tema de las reformas, que 
según parece ahora se pueden hacer y antes no y la razón por la cual antes no se hacían y por la que ahora sí se puede. 


Espíritu reformista tenemos todos y nosotros, los nacionalistas en particular, tenemos uno que en la práctica se frustró por el 
espíritu antirreformista que tuvieron quienes hoy ocupan el Gobierno. No digo esto para generar una polémica. 


(Hilaridad) 


La polémica no la genero yo, sino el Subsecretario de Economía y Finanzas, ya que en el semanario Búsqueda, en su edición del 9 
al 15 de junio de 2005, se publica algo que dijo, no en Uruguay, en una radio ni en la televisión uruguayas, sino frente a la audiencia 
de los Directores de un organismo internacional. El señor Subsecretario de Economía y Finanzas apoyó la capacidad del actual 
Gobierno de hacer reformas que antes no se podían hacer y agrega: "A lo que voy es que yo creo que va a haber reformas." -antes 
había dicho que haría lo que podría; obviamente, eso depende del ámbito político nacional, de la presencia de distintos partidos y 
de su fuerza parlamentaria y electoral- "Va a haber reformas. Porque había cosas ridículas, como decir: 'Vamos a votar en contra 
del tema de la empresa de petróleo, no porque la asociación esté mal sino porque los que lo van a hacer son ellos. En cambio 
ahora, que lo vamos a hacer nosotros, lo podemos apoyar". Claramente está expresando que eso era lo que se discutía dentro de 
la fuerza política que hoy gobierna: que había que impedir las reformas porque quienes las harían serían quienes estaban en ese 
momento en el Gobierno. 


Con la misma claridad y firmeza con que me expresé al principio, digo que de este lado el Gobierno contará con voluntad para 
hacer reformas, para hacer las que no hicimos, mucho más profundas que las que el propio Poder Ejecutivo propone, porque el 
tiempo que hemos perdido, el tiempo que nos hizo perder la fuerza política que gobierna, impidiendo las reformas, esta y otras 
tantas, seguramente el Uruguay ya no lo recuperará. 


Francamente, después de escuchar las declaraciones del señor Ministro, debo decir que duele que haya habido un reconocimiento 
expreso de una voluntad política contraria a las reformas cuando se estaba en la oposición y que ahora, porque está en el 
Gobierno, remueve ese obstáculo y se compromete a hacerlas lo antes posible. 


SEÑOR MINISTRO DE ECONOMIA Y FINANZAS.- Queremos dejar constancia de que entregamos, a solicitud de los Legisladores 
del Partido Nacional, un ejemplar del Código de Etica en el que se inspira esta reforma y esperamos que la conduzca. 


Por otra parte, queremos expresar nuestro profundo agradecimiento por el espíritu altamente constructivo con que se encaró esta 
sesión. Estamos seguros de que los Legisladores que la integran, al igual que nuestros representantes en el Período pasado, están 
convencidos de la necesidad de esta reforma y seguramente la van a apoyar porque es conveniente a la luz del interés nacional. 


Les pedimos disculpas por retirarnos pero tenemos prevista una serie de actividades muy importantes que comienzan en pocos 
minutos. 


Muchas gracias a todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Subsecretario, el señor 
Director General de Rentas y asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Subsecretario, el señor Director General de Rentas y 
asesores) 


SEÑOR RUBIO.- Quiero dejar de manifiesto algo con relación a la constancia que se ha hecho. Ahora no voy a entrar en la 
polémica -es muy tarde- pero el que calla no otorga. Hago este comentario con relación a la constancia política y a algunas 
alusiones que expresó el señor Legislador Trobo. 


Con respecto al régimen de trabajo, después de esta sesión tan prolongada, deberíamos pasar a intermedio, a efectos de ver las 
consecuencias que extraemos del conjunto de este tema, después de haber escuchado al señor Ministro y al equipo económico así 
como al Director de Rentas. Y tal vez nos podríamos reunir nuevamente el próximo lunes. Quizás ese sea el mejor procedimiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay una propuesta de pasar a intermedio y reunirnos el próximo lunes, en principio, a la hora 17. 


SEÑOR GANDIN!.- El lunes estamos complicados porque tenemos otras Comisiones. Entonces, habría que dilucidar brevemente si 
vale la pena seguir con esto. La Asamblea General ya fue comunicada, en la medida en que por allí entró el decreto que luego se 
derivó a esta Comisión. Si la Asamblea General entiende que no se puede pronunciar sobre este tema, sería inconducente 
provocar un debate que no tendrá un fin. 


Entonces, sería conveniente hacer los contactos políticos y que luego se resuelva si vale la pena que nos volvamos a reunir porque 
debatir un tema estéril como este no conduce más que a desencuentros. Todos estamos informados y la Asamblea General tiene la 
comunicación oficial. Si se va a citar a la Asamblea General, debería hacerse para el martes o el miércoles; no hay más 
posibilidades. 


No sé qué opinan los demás compañeros, pero yo dejaría la reunión en consulta. Sugiero que la Presidencia haga los contactos del 
caso y luego tome la decisión de convocarnos o no; siempre podremos hacer la Asamblea General. 


SEÑOR RUBIO.- Estoy de acuerdo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo general, haríamos la consulta y levantaríamos la sesión. 
SEÑOR TROBO.- Quiero hacer una consulta de procedimiento. 


Vamos a consultar si se reúne la Comisión, pero ¿qué va a resolver? ¿Va a hacer un informe para la Asamblea General? ¿Va a 
designar un miembro informante? ¿Va a decir que no podemos resolver nada, pero que la reforma tiene tales componentes? 
Francamente, me parece que debemos hacer economía. Me gustaría saber las respuestas a esto porque a partir de allí tendremos 
que designar un miembro informante por la minoría para decirle a la Asamblea General que no podemos hacer nada, pero que no 
estamos de acuerdo. Me parece elemental que definamos para qué vamos a trabajar y cuál es el eventual objetivo en una posible 
convocatoria de la Asamblea General. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión decidió convocar al Ministerio y al Director de Rentas porque había dudas acerca de un 
decreto que todos estamos de acuerdo que es importante para la vida y la recaudación del país. Esta instancia gruesa se ha 
cumplido y puede que quede alguna duda porque siempre pasa cuando se repiensa el tema o se releen las versiones taquigráficas. 


La Comisión, como tal, puede utilizar los recursos para los que está autorizada, como dejar el tema por acá, elevar una minuta de 
comunicación. 


Entonces, recogiendo lo que señalaba el señor Legislador Rubio y compatibilizándolo con lo que manifestaba el señor Diputado 
Gandini, planteamos la posibilidad de releer y pensar un poco más en este tema para dar otro paso o, de lo contrario, dejamos todo 
por acá. Esas son las posibilidades. Pero quiero destacar que una Comisión, aunque no pueda resolver, siempre puede manifestar 
su deseo; ese es el contenido de la minuta de comunicación, por ejemplo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 38) 


Linea del vie de náaina 
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